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Estimados usuarios: Este es el boletín de jurisprudencia que envía mensualmente el Centro de Jurisprudencia Constitucional, les presentamos lo votado e ingresado, así como las estadísticas de la Sala Constitucional, durante el mes de MAYO del 2015. 
Tenemos a su alcance la siguiente información: 

En la sección de acciones cursadas encontrarán datos sobre el número de expediente, la fecha de ingreso a la Sala, cuándo se le dio curso y un breve resumen de los solicitado por los accionantes.

En la sección de fallos recientes, encontrarán la clasificación de las sentencias relevantes por tema, un resumen y el por tanto completo que indicará si hubo o no votos salvados. 

Las sentencias relevantes podrán accesarlas completas en nuestro sitio de jurisprudencia: www.poder-judicial.go.cr/scij
Por otra parte, la publicación de las partes dispositivas de las acciones de inconstitucionalidad y de las consultas se publica junta a un resumen de los argumentos y de lo resuelto por la Sala.

El Centro de Jurisprudencia ha incluido la sección de Estadísticas mensuales por tema, la cual incluirá los datos porcentuales de los asuntos votados durante ese mes por tipo de asunto, resolución y tema. 

Finalmente, el Proyecto Constitución es una recopilación de sentencias, que nació con la idea de precisar cada uno de los artículos constitucionales con jurisprudencia específica, es por ello que este boletín también publicará todo lo que en ese mes tenga relevancia y actualizará los datos en la página de la Sala Constitucional.
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· Acciones de inconstitucionalidad cursadas durante el mes
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· Partes dispositivas de asuntos de constitucionalidad

· Estadísticas mensuales por temas de asuntos votados

· Estadísticas mensuales por temas de asuntos ingresados

· Actualización de Constitución Política anotada

· Acciones cursadas y pendientes de resolver por la Sala, ordenadas por tema.

	· Acciones de inconstitucionalidad cursadas durante el mes por la Sala Constitucional




	15-003469-0007-CO
	AI
	11/03/2015
	DIVORCIO POR SEPARACIÓN DE HECHO

Expediente:15-003469-0007-CO
Sentencia:Pendiente 


Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 48.8 del Código de Familia. La norma se impugna por violar el artículo 17.4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como los principios de autonomía personal, libertad de estado y seguridad jurídica, además de la proporcionalidad, razonabilidad e igualdad y de acceso a la justicia; todo lo anterior, en la medida en que la disolución del vínculo se condiciona a un plazo de separación excesivo (tres años) y que no está en manos de la persona que no ama a su pareja. Resolución de las 11:17 horas del 07 de mayo del 2015.


	15-004270-0007-CO
	AI
	26/03/2015
	SANCIONES EN EL PARTIDO LIBERACIÓN NACIONAL

Expediente:15-004270-0007-CO
Sentencia:Pendiente 

Acción de inconstitucionalidad contra el inciso e) del artículo 132 y el inciso f) del artículo 133, ambos, del Estatuto del Partido Liberación Nacional. Indica la recurrente que las normas impugnadas lesionan el principio de tipicidad -artículo 39 de la Constitución Política-. Añade que las normas impugnadas establecen la lesión y la alteración grave a la ética como supuestos de sanción. Considera que las normas impugnadas son regulaciones abstractas que no contienen descriptores pormenorizados de las conductas que pueden subsumirse como faltas éticas de mayor o menor gravedad, susceptibles de reproche por parte de la organización partidaria. Si bien en cierto, continúa, la tendencia en materia sancionatoria ha sido la de fórmulas del tipo numerus apertus que provoquen la posibilidad de una amplia subsunción conductiva, tal posibilidad es producida por la existencia de principios rectores. Agrega que la fijación previa de los valores éticos del grupo permiten la regulación disciplinaria de aquellas conductas que contravengan sus postulados, lo que equivale a decir que sin una definición clara de la ética común, no es posible ejercer su derivación a las formas personales de interacción, lo que deviene en la imposibilidad de ejercer el reproche. Señala que las normas impugnadas facultan la imposición de sanciones de suspensión y expulsión del partido bajo los supuestos -de mayor o menor gravedad- cuando se incurra en faltas a los deberes éticos. Es decir, las normas impugnadas necesariamente han de ser derivaciones de una regulación ética positivizada. Tal concepción, continúa, es inexistente; el Partido Liberación Nacional no posee en su Carta Fundamental, ni en el artículo 15 de su Estatuto, declaración de principios éticos que posibilite ejercer el reproche por los hechos que puedan ser endilgados a cualquier partidario. Considera que las normas estatutarias acusadas violentan el derecho de la Constitución al no disponer una mejor regulación de los principios éticos o al menos no contener la remisión a la norma que los prevé. Reitera que las normas impugnadas no alcanzan cumplir siquiera de forma mínima con los parámetros de constitucionalidad propios de tal principio, lo que obliga a la declaratoria de su inconstitucionalidad. Resolución de las 16:00 horas del 26 de mayo del 2015.

	15-004654-0007-CO
	AI
	07/04/2015
	DISTRIBUCIÓN DE LA CUOTA DE PRODUCCIÓN DE CAÑA DE AZÚCAR

Expediente:15-004654-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos  118 y el primer párrafo del artículo 125 de la Ley 7818, "Ley Orgánica de la Agricultura e Industria de la Caña de Azúcar". En este caso, se cuestionan las normas por estimarlos contrarios a los artículos 33, 46 y 50 de la Constitución Política, así como al principio de razonabilidad, en la medida en que la aplicación de esas normas concentra del crecimiento de la producción de azúcar en los tres grandes ingenios ubicados en la provincia de Guanacaste, en perjuicio de los medianos y pequeños productores pues, de acuerdo con prueba pericial aportada, generando pérdidas a los ingenios cooperativos Coopevictoria, AgroAtirro y Coope Agri. Resolución de las 9:24 del 12 de mayo del 2015.

	15-005324-0007-CO
	AI
	20/04/2015
	REGLAMENTO A LA LEY DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA

Expediente:15-005324-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Por así haberlo dispuesto el pleno de la Sala bajo una mejor ponderación,   de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional,  se da  curso a la acción de inconstitucionalidad interpuesta contra el ARTÍCULO 217 DEL REGLAMENTO A LA LEY DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA, DECRETO EJECUTIVO NÚMERO 33411-H DEL 27 DE SEPTIEMBRE DEL 2006, por estimarlo contrario a los artículos 11, 39, 41 y 40 inciso 3), de la Constitución Política, así como a las garantías constitucionales relativas al debido proceso,  al ejercicio del derecho de defensa efectiva y el principio de reserva de ley.  La norma se impugna en primer término, por su origen, pues establece –vía reglamento- un procedimiento menos garantista que el que establece la ley, lo cual es materia de reserva de ley, ya que  si el acto final de un procedimiento administrativo impone obligaciones, suprime o deniega derechos, o bien, genera cualquier otra forma de lesión grave u directa a los derechos o intereses legítimos de los administrados, el procedimiento que se siga debe estar regulado por ley y no a través de un reglamento. En segundo lugar, la norma vulnera el debido proceso y resulta menos garantista, pues elimina la audiencia oral, lo que excluye la posibilidad de aportar testigos, peritos, conclusiones y otros. Alega  que la consecuencia es muy grave, pues se inhabilita a la empresa para contratar con el Estado durante dos años, por ello el procedimiento que se establezca es reserva de ley y no puede ser menos garantista. Resolución de las 13:26 horas del 13 de mayo del 2015.

	15-006373-0007-CO
	AI
	08/05/2015
	IMPUESTOS DE LA MUNICIPALIDAD DE SAN JOSE

Expediente:15-006373-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 39 (en su versión original y con posterioridad a la reforma introducida el 3 de marzo de 2014), así como el Transitorio III del Reglamento de Fiscalización y Comercialización de Bebidas con contenido Alcohólico de la Municipalidad de San José por vulnerar los derechos protegidos en los artículos 28, 121 inciso 13) de la Constitución Política, así como el principio de proporcionalidad. Afirma el accionante que el Transitorio III del Reglamento cuestionado es inconstitucional, en la medida en que mediante una disposición con carácter reglamentario se crea un tributo para las licencias de expendio de bebidas con contenido alcohólico autorizadas mediante la Ley de Licores, que a la entrada en vigencia de la Ley número 9047 se encuentren o se otorguen en una condición libre de explotación, de medio salario base. Afirma que únicamente mediante normas con rango de ley se pueden implementar disposiciones de esa naturaleza, pero en el caso presente se vulnera el artículo 121 inciso 13) constitucional. El artículo 39, en su versión original, del Reglamento de Fiscalización y Comercialización de Bebidas con contenido Alcohólico de la Municipalidad de San José es inconstitucional, en cuanto repite la redacción del artículo 10 de la Ley de Licores, Ley No. 9047, que fue declarada inconstitucional, en tanto establece un monto único de cobro para los tipos de Licencia clase C y E, en sus distintas modalidades. Esta situación fue advertida por la Sala Constitucional en la sentencia No. 2013-11499, en que se dijo: “de ahí que se estime inconstitucional el monto de las patentes en cuanto a estas clases de licencia por lesionar los principios de justicia tributaria y capacidad económica antes citadas”. De otro lado, la reforma sufrida al artículo 39 del Reglamento de Fiscalización y Comercialización de Bebidas con contenido Alcohólico de la Municipalidad de San José, por medio del Reglamento publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 43 de 3 de marzo de 2014, también viola el Derecho de la Constitución, en la medida en que establece montos mínimos teniendo como único criterio para determinar el valor de la patente la medida o extensión del inmueble, con lo que se soslayan de manera infundada otros criterios (como la infraestructura, la ubicación y las ganancias del negocio) que bien pueden servir para valorar cuánto se debe pagar por el concepto aludido. En su criterio, “al observar las medidas de todas las categorías, éstas se minimizan en su mayoría de forma adrede, para cobrar el monto máximo del impuesto, lo cual es absurdo y hacen de estos montos el resultado de impuestos desproporcionados”. Pide que se declare con lugar la acción y la inconstitucionalidad de las disposiciones cuestionadas. Resolución de las 14:42 horas del 13 de mayo del 2015.

	15-006655-0007-CO
	AI
	14/05/2015
	SEGREGACIÓN DE CORREDOR FRONTERIZO PARA OPERACIÓN DE INSTITUCIONES ESTATALES

Expediente:15-006655-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra Ley para regular la creación y el desarrollo del puesto fronterizo Las Tablillas, Ley No. 8803, publicada en el Diario Oficial La Gaceta No. 125 de 29 de junio de 2010, así como contra el Reglamento a esa ley, Decreto Ejecutivo No. 38628-MP-H-COMEX-MINAE-SP-G, publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 60 de 26 de marzo de 2014. Las normas se impugnan en cuanto disponen segregar porciones del Refugio Nacional de Vida Silvestre Corredor Fronterizo, que se ubica en la línea divisoria entre Costa Rica y Nicaragua, para que dichas áreas sean administradas por la Municipalidad de Los Chiles y se dediquen de forma exclusiva a la instalación y operación de instituciones estatales que brinden servicios públicos requeridos para la adecuada operación del puesto fronterizo. Se alega que esta segregación lesiona el derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, especialmente porque para la aprobación de esta ley se careció de un estudio técnico o informe específico que justifique la segregación de estas áreas. Resolución de las 11:27 horas del 14 de mayo del 2015.


 [La totalidad de las acciones de inconstitucionalidad con las resoluciones de curso, que se encuentran pendientes de resolver en la Sala Constitucional, puede encontrarlas en nuestra página de Internet, en la dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Centro%20de%20Jurisprudencia/CURSOS/ACCIONES%20CURSADAS.htm]
	· Fallos recientes



	AMBIENTE
	NEGOCIO COMERCIAL PRODUCE CONTAMINACIÓN SÓNICA A VECINOS

Expediente:15-003774-0007-CO
Sentencia:006858-15

Recurso de amparo contra EL MINISTERIO DE SALUD. La recurrente acusa el funcionamiento de una planta eléctrica de emergencia, ubicada en una estación de servicio de combustible, ubicada frente a su casa de habitación. Señala que funciona en cualquier momento cuando no hay fluido eléctrico, incluso en horas de la madrugada, provocando ruido excesivo, por lo cual interpuso una denuncia que fue archivada con la indicación de que se trata de una aparato que por reglamento está excluido de control de ruidos. Vistos los informes y pruebas presentadas, considera este Tribunal Constitucional, que si bien se acredita que la planta eléctrica instalada en la estación de servicio de combustible no funciona de forma permanente, lo cierto es que trabaja de forma automática ante los faltantes del fluido eléctrico, lo cual, al tener en consideración que, normalmente, ese tipo de comercios trabajan todos los días de la semana las 24 horas del día, se podría iniciar el funcionamiento de ese artefacto en las horas de descanso de los vecinos del lugar, situación que produce contaminación atmosférica de tipo acústica y con ello causa perturbaciones que bien pueden ser previstas y contenidas, tal y como se señaló a través de una orden sanitaria. Así las cosas, se estima como procedente la acción de amparo, al tenerse por constatadas las denuncias de la recurrente con respecto a los hechos examinados en esta resolución. Lo anterior de conformidad con lo preceptuado en la Ley General de Salud en su artículo 302, en el cual dispone la protección de la exposición a los ruidos al señalar que ningún establecimiento industrial podrá funcionar si sus labores constituyen un elemento de peligro, insalubridad o incomodidad para la vecindad. Se declara CON LUGAR el recurso. Se le ordena a KARLA OBANDO MATA en su calidad de Directora a.i. del Área Rectora de Salud de Desamparados del Ministerio de Salud, tomar las medidas pertinentes dentro de la esfera de sus competencias para el efectivo cumplimiento de las mejoras señaladas en la Orden Sanitaria número CS-ARS-D-ERS-OS-0100-2015, para que el comercio denunciado por la recurrente no genere contaminación sónica o ambiental, debiendo tomar todas las medidas de ley, incluso la clausura del local, para ajustar dicha actividad a derecho. Los Magistrados Jinesta y Salazar ponen nota.-

	AMBIENTE
	OTORGAMIENTO DE PERMISOS PARA PESCA DE CAMARÓN CON REDES DE ARRASTRE SEMI INDUSTRIAL

Expediente:14-003515-0007-CO
Sentencia:007502-15

Recurso de amparo contra el JEFE DEL DEPARTAMENTO DE PROTECCIÓN Y REGISTROS Y EL PRESIDENTE EJECUTIVO DEL INSTITUTO COSTARRICENSE DE PESCA Y ACUICULTURA. Alegan los recurrentes que varias organizaciones plantearon una acción de inconstitucionalidad contra los artículos 2 inciso 27, punto d); 43 inciso d); y 47 incisos a) y b) de la Ley de Pesca y Acuicultura, por la extracción de camarón con red de arrastre y la Sala, por resolución de las 15:31 horas del 6 de setiembre de 2012 la Sala dio curso a la acción y se ordenó el no dictado del acto final en los procesos judiciales y procedimientos administrativos en que deba aplicarse la normativa cuestionada. Pese a la prohibición existente, el Instituto Costarricense de Pesca y Acuicultura renovó varias licencias de pesca de camarón con redes de arrastre semi industrial. Por sentencia número 2013-010540, se declaró inconstitucional la frase "del camarón con red de arrastre". Alega que a partir de ese momento los recurridos no podían otorgar ningún permiso o licencia nueva, ni renovar los permisos existentes para la pesca de camarón con redes de arrastre y aún así, continuaron renovando las licencias. Pese a que solicitó la revisión de la renovación de las licencias, su gestión no ha sido atendida. Refiere que lo actuado por los recurridos lesiona el derecho al ambiente y pone en peligro el patrimonio natural, la sostenibilidad de los ecosistemas y los recursos marinos. Por mayoría, se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo, Jinesta y Cruz  salvan el voto y declaran con lugar el recurso por razones diferentes. El Magistrado Rueda pone nota. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN. 

	AMBIENTE
	SE ORDENA CUMPLIR ÓRDENES SANITARIAS PARA RESOLVER EL PROBLEMA DE BASURA EN EL RÍO VIRILLA

Expediente:14-017798-0007-CO
Sentencia:007715-15

Recurso de amparo contra el ALCALDE MUNICIPAL DE TIBÁS. Alega el recurrente que el 10 de setiembre del año en curso, presentó ante la corporación municipal recurrida una denuncia por la contaminación de la cuenta del río Virilla, debido a la descarga de desechos sólidos y escombros sin un tratamiento previo en sus cercanías, convirtiéndose en un botadero de basura a cielo abierto. Manifiesta que en atención a dicha gestión, esa Municipalidad les comunicó que dicha denuncia se relacionaba con otra realizada por la Municipalidad de Tibás ante el Tribunal Ambiental Administrativo y que el sitio afectado se encuentra conformado por dos propiedades que pertenecen al Ministerio de Obras Públicas y Transportes y a la empresa Mardo Internacional S.A. Dice que si bien la Municipalidad se comprometió a dar seguimiento a la resolución otorgada por dicho Tribunal, en la cual fue ordenado al Area Rectora de Salud de Tibás informar cuales acciones han tomado al respecto, así como informar si se ha girado alguna orden sanitaria en el sitio, la contestación dada por la citada Municipalidad se limita únicamente a averiguar si algo ha sucedido con respecto a la denuncia efectuada por la Municipalidad y no a manifestarse ante las instituciones, en este caso el Area Rectora de Salud de Tibás, el Tribunal Ambiental Administrativo y el Ministerio de Obras Públicas y Transportes, así como la empresa Mardo Internacional S.A., para que por medio de acciones concretas y la posible coordinación interinstitucional, se de una solución al problema que sigue hoy en día deteriorando ese lugar, y que permanece como un foco para vectores transmisores de enfermedades. Señalan que igualmente presentaron ante el Area Rectora de Salud de Tibás el 17 de setiembre del año en curso, una denuncia por dichos hechos, denunciando violación al derecho a la salud y ambiente sano y ecológicamente equilibrado, instancia que por oficio CSARS-T-0781-2014 se limitó a informar que la propiedad pertenece al Ministerio de Obras Públicas y Transportes y que ellos tiene conocimiento del problema, dando como medidas que la Municipalidad y ese Ministerio cumplan con las responsabilidades establecidas en la Ley N° 8839, obviando cualquier responsabilidad propia sobre el tema. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Priscilla Umaña Rojas, en su condición de Directora del Área Rectora de Salud de Tibás, a Gonzalo Vargas Jiménez, en su calidad de Alcalde de la Municipalidad de Tibás, a Carlos Segnini Villalobos, en su condición de Ministro del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, y a José Lino Chaves López, en su condición de Presidente del Tribunal Ambiental Administrativo, o a quienes en sus lugares ejerzan esos cargos, que coordinen y dispongan lo necesario para que inmediatamente se respete el cumplimiento y ejecución de lo establecido en las órdenes sanitarias N°ARST-042-2010, N° CS-ARS-T-938-2014, N° CS-ARS-T-939-2014, N° CS-ARS-T-940-2014, y el cumplimiento de lo solicitado en los oficios No. RCS-DARST-07-05-2010 y RCSDARST- 08-05-2010, al Ministro de Obras Públicas y Transportes, solicitando la valoración del puente sobre el Río Virilla ubicado en la Ruta 32, debido a la presión que podrían ejercer la enorme cantidad de desechos depositados en el sitio. Así como también, se ordena a los recurridos vigilar y supervisar que se cumplan las órdenes sanitarias emitidas por el Ministerio de Salud, para controlar y evitar la contaminación en el Río Virilla. Se advierte a los recurridos que de conformidad con lo establecido en el artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se impondrá prisión de tres meses a dos años, o de veinte a sesenta días multa, a quienes recibieren una orden que deban cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de amparo y no la cumplieren o no la hicieren cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. En lo que respecta al Tribunal Ambiental se desestima el recurso. Se condena a la Municipalidad de Tibás y al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de fundamento a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Notifíquese esta resolución a los recurridos, en forma personal. El Magistrado Jinesta Lobo y la Magistrada Hernández López salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN. 

	EDUCACIÓN
	CORTE DE CABELLO EN ESTUDIANTES DE COLEGIO

Expediente:15-005098-0007-CO
Sentencia:006517-15

Recurso de amparo contra el DIRECTOR DEL LICEO DE ESCAZÚ. El recurrente quién mantiene un estilo en su cabello conocido como “dreadlocks” común en su cultura afrodescendiente reclama que las autoridades académicas del centro educativo recurrido en múltiples ocasiones le han manifestado que dicho peinado contraviene el reglamento interno del colegio, situación que considera discriminatoria y en detrimento de sus derechos fundamentales. En la resolución del presente caso es de trascendental importancia lo resuelto por ésta Sala en la sentencia número 2597-13. En el caso con, se comprueba que la actuación de la autoridad recurrida se fundamenta en el artículo 4 inciso h) del Reglamento Interno del Liceo de Escazú. En este sentido, dado que el menor amparado está bajo la autoridad y vigilancia de la institución en la que cursa sus estudios, está obligado a acatar la normativa en cuestión. Además, al tratarse de un menor de edad, el contexto educacional en el que se encuentra el estudiante, así como la etapa de formación de los valores fundamentales como ciudadano, le permiten a la institución recurrida imponer algunas limitaciones a la apariencia personal, cuya exigencia no constituye una actuación arbitraria o constitucionalmente inadmisible. Se declara SIN LUGAR el recurso.

	ELECTORAL
	SANCIÓN A EX CANDIDATO POR PARTE DE PARTIDO POLÍTICO

Expediente:14-005394-0007-CO
Sentencia:007503-15

Recurso de amparo contra el Tribunal de Ética y el Tribunal de Alzada del Partido Liberación Nacional. Se cuestiona sanción impuesta por el partido a ex candidato a la Presidencia de la República, por un plazo de cuatro años. Se rechaza por el fondo el recurso. Los Magistrados Jinesta Lobo y Salazar Alvarado salvan el voto y ordenan darle curso al amparo.

	FAMILIA
	SE ORDENA AL PANI CONTINUAR BRINDANDO SERVICIOS TÉCNICOS Y PROFESIONALES A MENORES DE EDAD

Expediente:15-004215-0007-CO
Sentencia:006463-15

Recurso de amparo contra el PATRONATO NACIONAL DE LA INFANCIA (PANI). El recurrente arguye que la atención y terapia profesional de los menores amparados cesó desde octubre de 2014, sin que la institución recurrida procediera a nombrar profesionales para su continuidad. La Sala ha podido acreditar que la Contraloría General de la República autorizó el 31 de agosto de 2011 “Reglamento al Sistema Alternativo a la Licitación para la Contratación de Servicios Técnicos y Profesionales para la Atención y Protección Integral de los Niños, Niñas y Adolescentes bajo Procesos Atencionales del Patronato Nacional de la Infancia”. La vigencia del reglamento fue de 3 años, hasta el 14 de octubre de 2014. Su regulación era aplicable a todas las dependencias del PANI y tenía por objeto la adquisición de servicios técnicos y profesionales en ciencias médicas, jurídicas, educativas y sociales en general, en todas las ramas y especialidades, de acuerdo con las necesidades particulares de cada persona menor de edad bajo protección institucional. Al efecto, téngase presente que la expiración del plazo de vigencia del reglamento de licitación era previsible, por lo que la Administración podía y debía actuar de manera que dicha situación jurídica no perjudicara a los amparados. En virtud de las consideraciones expuestas, se declara con lugar el recurso, ordenando que se brinde a los menores los servicios profesionales requeridos por ellos. Por último, se debe acotar que no corresponde a la Sala determinar el mecanismo de contratación de servicios profesionales por tratarse de un asunto legalidad ordinaria que no se relaciona directamente con una eventual violación a un derecho fundamental, sino con criterios técnicos, de oportunidad y conveniencia. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Ana Teresa León Sáenz, en su condición de Presidenta Ejecutiva del Patronato Nacional de la Infancia, que inmediatamente adopte las medidas requeridas para garantizar la continuidad de la atención y terapia profesionales de los menores amparados, de acuerdo con sus necesidades particulares, y que vele por el cumplimiento de dichas medidas. 

	INFORMACIÓN
	SE LIMITA INFORMACIÓN EN PROCESO DE INVESTIGACIÓN EN LA SUGEF; NO OBSTANTE, DEBE FACILITARSE UNA VEZ CONCLUIDA

Expediente:15-004357-0007-CO
Sentencia:006469-15

Recurso de amparo contra la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF). El recurrente alega que la Superintendencia General de Entidades Financieras le negó por anticipado cualquier tipo de información eventual y futura al Consumidor Financiero, aduciendo una prohibición legal. Considera que dicha actuación es lesiva
de sus derechos fundamentales. Concretamente solicitó información de investigación contra el Banco Crédito Agrícola de Cartago por un supuesto ocultamiento de mora realizado por esa entidad bancaria. Por su parte la Superintendencia y se le indicó que de conformidad con el artículo 132 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica (Ley N°. 7558), no se le podía brindar la información. En el caso concreto consta que no se negó información del estado de la investigación al amparado; no obstante, en cuanto al acceso de la información que se recabe en la investigación, lleva razón la SUGEF al señalar que existe un impedimento legal para facilitar a terceros información relacionada con documentos, informes u operaciones de las entidades fiscalizadas. Sin embargo, es importante resaltar que en el momento que la SUGEF realice la investigación, deberá facilitarle al amparado el resultado de la misma, excluyendo la información sensible de la entidad bancaria cuestionada. Se declara sin lugar el recurso. Tome nota la autoridad recurrida del considerando último.

	INFORMACIÓN
	SE ORDENA DAR INFORMACIÓN DE INGRESOS REPORTADOS A LA CCSS POR CANDIDATOS PRESIDENCIALES. PRINCIPIO DE TRANSPARENCIA


Expediente:14-004846-0007-CO
Sentencia:006787-15

Recurso de amparo contra LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL. Alega el recurrente que el día 13 de enero de 2014, en su condición de cotizante y Secretario General de UNPROBANPO, le requirió a la recurrida información y documentación certificada pública sobre los montos de ingresos mensuales reportados a la Caja, por parte de los 13 candidatos presidenciales del período 2014-2018, además hacer pública dicha información. Acusa que no la recurrida le denegó el acceso a la información requerida, negativa que considera violenta sus derechos constitucionales. En este caso concreto, la Sala Constitucional extendió el principio constitucional de la transparencia a los ingresos que puedan percibir los candidatos a la Presidencia de la República. La Sala resaltó que el principio de transparencia es una garantía institucional del régimen democrático y, en general, del Estado Constitucional de Derecho, asimismo efectuó una interpretación extensiva del artículo 30 de la Constitución Política que garantiza a todas las personas el derecho de acceso a la información de interés público. Como consecuencia de lo anterior, la Sala Constitucional le ordenó al SICERE de la CCSS suministrarle a la persona que planteó el amparo, los ingresos reportados por los candidatos a la presidencia, desde el momento de la inscripción formal de la candidatura y hasta la celebración de la primera o segunda ronda de elecciones, según la participación de cada candidato. Por mayoría, se declara con lugar el recurso. Se le ordena a Ronald Lacayo Monge, en su calidad de Director del SICERE, o a quien lo sustituya, lo siguiente: a) Le suministre, en el plazo de una semana,  a Carlos Manuel Vega Bolaños, en su condición de de Secretario General Adjunto del Sindicato de Profesionales Técnicos y Similares del Banco Popular y de Desarrollo Comunal (UNPROBANPO),  los montos de ingresos mensuales reportados a la Caja Costarricense de Seguro Social por parte de los trece candidatos a la presidencia del periodo de 2014-2018, desde el momento de la inscripción formal de la candidatura y hasta la celebración de la primera o segunda ronda de elecciones, según la participación de cada candidato y b) abstenerse de incurrir en las conductas que dieron mérito para acoger el amparo. Se advierte que de no acatar las ordenes dichas, se podría incurrir en el delito de desobediencia y que, de conformidad con el artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se le impondrá prisión de tres meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a quien reciba una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada en un proceso de amparo y no ha cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro Social al pago de las costas, daños y perjuicios que se liquidaran en la fase de ejecución de sentencia. La Magistrada Hernández López  salva el voto al considerar que la información solicitada se puede liberar únicamente bajo consentimiento informado de los amparados, según la Ley de Protección de Datos Personales vigente. El Magistrado Salazar Alvarado salva el voto y declara sin lugar el recurso, por razones diferentes. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	INFORMACIÓN
	DIRECTRICES PARA RECIBIR COMUNICACIONES EN INSTITUCIÓN PÚBLICA


Expediente:15-006232-0007-CO 
Sentencia:006741-15


Recurso de amparo contra JUNTA  ADMINISTRATIVA DEL ARCHIVO NACIONAL. Lo que reclama la recurrente es una supuesta lesión a sus derechos constitucionales pues se le ha impuesto un horario y un lugar único para recibirle sus comunicaciones y escritos ante la Junta Administrativa con lo que se le restringen sus derechos constitucionales.- No obstante, para esta Sala la actuación de la Junta no lesiona ningún derecho constitucional de la recurrente pues en primer término, el establecimiento de un horario de atención como el fijado, de 8 de la mañana a 4 de la tarde de lunes a viernes es a todas luces suficientemente amplio como para que la interesada puede ejercer sus derechos de defensa y presentación de escritos que le convenga.- Por otra parte, en su condición de funcionaria,  la situación es todavía más clara porque desde tal perspectiva ella está sometida a las instrucciones y ordenanzas internas administrativas que puedan darse, de modo que si se afecta el ejercicio de potestades ello no tiene relación con derechos fundamentales sino como lesiones al marco legal y reglamentario que regula las funciones del auditor.- En conclusión,  no existe lesión alguna porque las limitaciones de horario y lugar no afectan en modo alguno el ejercicio de los derechos constitucionales de acceso a la justicia y defensa, por lo que el recurso debe rechazarse por el fondo.

	INFORMACIÓN
	PROCEDE NEGAR INFORMACIÓN DETALLADA DE PROCESOS JUDICIALES

Expediente:15-006494-0007-CO
Sentencia:007162-15

Recurso de amparo contra LA ALCALDESA DE SAN JOSÉ. El recurrente interpone recurso de amparo contra LA ALCALDESA DE SAN JOSÉ, a favor del SINDICATO LOCAL DE POLICÍAS, y manifiesta que el 24 de febrero de 2015, le solicitó a la Alcaldesa de San José una lista de las demandas ordinarias laborales, actualmente en trámite, incoadas por empleados municipales contra esa Corporación Local, con su respectivo número de expediente judicial y un resumen del motivo de cada una de ellas. Agrega que por oficio DAJ-923-4-2015 del 9 de abril de 2015, se respondió su petición del 24 de febrero, suministrándole una lista de los procesos ordinarios laborales ventilados contra el Gobierno Local, sin aportar detalles sobre cada proceso para proteger el derecho la confidencialidad e intimidad de las personas, indicándole que le correspondería al sindicato solicitar la autorización pertinente a cada trabajador, a efecto de que un profesional en derecho pudiera tener acceso a los expedientes. El reclamante juzga que lo anterior es una respuesta evasiva, incompleta e inexacta, que violentó los derechos de su representada. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) Sobre el acceso a la información administrativa y se cita el voto 2120-03. b) Sobre el caso concreto, claramente se determina que los datos solicitados, unidos a otros que el recurrente pudiera tener en su poder, tienen el potencial de sacar a la luz información personal protegida por el artículo 24 de la Constitución Política, incluso sin que sea necesario entregarle los nombres de los funcionarios demandantes. Por esa razón, a criterio de esta Sala, la denegatoria cuestionada es procedente. Se rechaza por el fondo el recurso.

	INFORMACIÓN
	ACCESO A INFORME DE CLIMA LABORAL CON DATOS SENSIBLES ES DE ACCESO RESTRINGIDO

Expediente:15-005899-0007-CO
Sentencia:007360-15

Recurso de amparo contra EL MINISTERIO DE SALUD. Los recurrentes manifiestan que son parte del proceso de investigación del clima laboral que realiza la Dirección de Desarrollo Humano en la Unidad de Gestión Inmobiliaria del Ministerio de Salud. Aseguran que ese estudio se encuentra en la etapa de conclusión y obtención de resultados de la investigación, por lo que estiman necesario que cada uno de los integrantes del proceso cuente con una copia de los resultados del estudio en mención, empero, la autoridad recurrida refiere que para poder acceder al informe, deberán solicitarlo en forma individual, por medio de oficio, lo cual limita y condiciona su acceso, lesionando sus derechos fundamentales. Este Tribunal descarta la acusada violación al derecho de acceso a la información planteada por los recurrentes. Lo anterior, por cuanto no se tiene por demostrado que los recurrentes hayan solicitado de manera individual el Informe de Resultados. Al respecto, la Sala considera que efectivamente lo solicitado por los recurrentes contiene datos sensibles de los demás funcionarios de la Institución, aspectos que se deben respetar y salvaguardar, de acuerdo con la Ley de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales. En conclusión, estima esta Sala, que en el sub lite nos encontramos ante una limitación legítima del derecho de acceso a la información pública, la cual no es abusiva o desproporcionada por parte de la administración. Se declara sin lugar el recurso.

	INFORMACIÓN
	INFORMACIÓN SOBRE EL RÉGIMEN CAMBIARIO


Expediente:14-005213-0007-CO 
Sentencia:007714-15


Recurso de amparo contra GERENTE GENERAL DEL BANCO CENTRAL DE COSTA RICA, PRESIDENTE DE LA JUNTA DIRECTIVA DEL BANCO CENTRAL DE COSTA RICA. Alega la recurrente que el 26 de marzo de 2014, por oficio número ML PPH GH 541-2014, presentó al Presidente de la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica una solicitud de información sobre cuando y cómo actúa esa entidad respecto de la regulación del tipo cambiario del dólar. En concreto solicitó información sobre: a) de cuánto es el presupuesto destinado a intervenciones; b) cuándo considera que es cambio violento en el tipo de cambio; y c) cuáles son las decisiones que ha tomado la Comisión Estabilizadora. Alega que se negó su requerimiento bajo el argumento que se trata de información confidencial. Estima que la negativa del Banco Central de Costa Rica de proporcionar una información de interés público, vulnera su derecho a recibir información, tutelado en el artículo 30 constitucional, que únicamente permite declarar confidencial aquella información que, por su naturaleza, haya sido declarada secreto de estado. Sobre el tema planteado, se cita el voto 007938-14.  SOBRE EL CRITERIO DE INSTITUCIONES ECONÓMICAS EN RELACIÓN CON EL TEMA CENTRAL DE ESTE AMPARO.- Esta Sala con el fin de ampliar su criterio respecto a la repercusión que tendría la apertura de la información respecto al sistema cambiario actual y el hecho de si hacerla pública podría alterar el orden público económico y cambiario del país pidió, como prueba para mejor resolver, información al Instituto de Investigaciones en Ciencias Económicas de la Universidad de Costa Rica, Escuela de Economía de la Universidad Nacional y Asociación Nacional de Fomento Económico. Al requerimiento de este Tribunal solamente la Directora de la Escuela de Economía manifestó que: "… el Banco Central es el ente encargado de definir y ejecutar la política monetaria y cambiaria del país, por esta razón, su obligación es ser garante de la estabilidad monetaria y macroeconómica; el revelar las reglas de intervención generará problemas para el propio banco y por supuesto a los usuarios, en el tanto algunos de ellos son lo suficientemente garantes como para desestabilizar los mercados e incluso por la generación de expectativas podrían beneficiarse con ello, al conocer a priori las reglas de intervención y poner en desventaja a otros agentes; el BCCR no puede ni debe cubrir el riesgo cambiario de sus usuarios, ya que esto puede agotar las reservas internacionales y con ello debilitar su capacidad para enfrentar choques externos; el revelar la información y el hacer públicas las reglas de intervención atenta con los objetivos del Banco Central, ya que puede alterar seriamente el funcionamiento de las diferentes instancias tanto públicas como privadas con la consecuente repercusión negativa para el país, dada la inestabilidad que generaría". Así que, desde el punto de vista económico y la tutela que requiere el mercado cambiario y la propiedad privada de quienes divisas o colones,  la apertura de información del régimen cambiario es negativa para el país, y siendo que este Tribunal debe evitar que sus pronunciamientos produzcan graves dislocaciones a la seguridad y paz social, y no habiendo en el este asunto motivos para variar el criterio de los pronunciamientos citados, o razones de interés público que justifiquen reconsideran la cuestión, según la normativa 9 párrafo segundo de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, y siendo un asunto similar al ya fallado, lo procedente es declarar sin lugar el recurso, como se resolvió en aquella ocasión. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Cruz pone nota.

	INFORMACIÓN
	SOLICITUD DE INFORMACIÓN POR CORREO ELECTRÓNICO Y SOLICITUDES DE AUDIENCIA


Expediente:15-006198-0007-CO 
Sentencia:007394-15

Recurso de amparo contra el ENCARGADO DE LA OFICINA DE PRENSA DEL PODER JUDICIAL. El petente estima vulnerados sus derechos de petición e información, pues no se ha hecho entrega de la documentación actualizada que requiere –particularmente sobre el tema de los acuerdos celebrados por el Poder Judicial para arrendamiento de inmuebles-, ni se le ha indicado una fecha probable para realizar la entrevista solicitada al Jefe del Departamento de Proveeduría del Poder Judicial. En este caso se analizan los siguientes temas: A) GESTIONES POR CORREO ELECTRÓNICO.  Si bien es cierto este Tribunal ha señalado que con respecto a las gestiones planteadas por medio de correos electrónicos ante la Administración que para efectos de las solicitudes e información y petición, solo son válidas las gestiones hechas en el correo institucional y no en el correo institucional de uso personal(2014-003581), en el caso de las oficinas de prensa de las Instituciones Públicas se ha admitido la excepción, tomando en cuenta que su naturaleza es precisamente la de dar y recibir información. Por esa razón en la sentencia 15-4567se admitieron como válidos los correos institucionales personales para recibir gestiones de información y petición. En ese sentido, como en el subjúdice se recibió la gestión inicial en el correo del Jefe de la sección, se tiene la gestión como válidamente recibida. B) ACCESO A INFORMACIÓN PRECONSTITUIDA. En lo que respecta a la alegada vulneración al derecho de acceso a la información, esta Sala descarta la lesión acusada por el recurrente porque la información solicitada se trata de información preconstituida, es decir que consta en archivos o registros institucionales que deben ser accedidos para recolectar los datos solicitados. En ese sentido, no se trata de una información pura y simple, regulada por el artículo 27 de la Constitución que tiene un plazo establecido para su respuesta (artículo 32 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional). Se trata más bien de información de acceso público regulada por el artículo 30 de la Constitución Política. Para este tipo de supuestos la jurisprudencia constitucional ha señalado que los plazos de respuesta no están sujetos a los 10 días que establece la Ley de la Jurisdicción Constitucional, sino a plazos razonables que se valoraran según la complejidad y naturaleza de la información solicitada. En el caso, el Departamento de Prensa no tiene en sus archivos la información por lo que tiene que gestionarla a diversas instancias institucionales. Tomando en cuenta que la información solicitada es numerosa y requiere un procesamiento de varios archivos, no se estima que el plazo transcurrido desde que se hizo la gestión, a la fecha de interposición del amparo, sea un plazo irrazonable. C) SOBRE SOLICITUD DE ENTREVISTA A FUNCIONARIOS PÚBLICOS. Se reitera, que no existe, como tal, un derecho fundamental a obtener  una cita, ni tampoco a obtenerla en un plazo determinado. Tal y como ha resuelto esta Sala anteriormente, “[…] la solicitud de audiencia ante un funcionario y órgano público para tratar determinados temas -como en este caso- no se ajusta al contenido del derecho de petición regulado por ese artículo, de modo que el hecho de que no se le haya indicado al amparado nada sobre la audiencia solicitada no constituye una violación al citado artículo de la Constitución Política. Debe tener presente el recurrente que la solicitud planteada en ese sentido no es el ejercicio del derecho de petición, y aún menos del derecho a una justicia pronta y cumplida, sino una simple solicitud ser atendido por las autoridades públicas, audiencia que, en todo caso, se determinará de acuerdo con las posibilidades y actividades que tenga la autoridad recurrida. […] (Sentencia 2011017042 de las 14:30 horas del 13 de diciembre de 2011)”. Por las razones anteriormente expuestas, procede declarar sin lugar el recurso en este extremo. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Rueda Leal salva el voto y parcialmente declara con lugar el recurso solo por la falta de respuesta a la petición de audiencia realizada el 20 de abril de 2015. El Magistrado Armijo Sancho pone nota.-

	INTIMIDAD
	REGISTRO DE ANTECEDENTES POLICIALES SÓLO DEBEN SER UTILIZADOS PARA FINES DE INVESTIGACIÓN POLICIAL Y JUDICIAL. NO DEBEN SER FACILITADOS A TERCERAS PERSONAS

Expediente:14-018614-0007-CO
Sentencia:006417-15

Recurso de amparo contra VICEMINISTRO DE SEGURIDAD PÚBLICA. El amparado reclama que a pesar de que han pasado los diez años establecidos por ley, los delitos que se le habían imputado se encuentran aún en el archivo judicial, lo cual vulnera sus derechos fundamentales. Sobre el tema, se cita el voto 04626-04. En este caso del informe rendido bajo juramento se acredita que el amparado tiene un antecedente policial por decomiso de pólvora de fecha 02 de enero de 1998, lo registra el sistema Térraba de la Sección de Dactiloscopia sobre el cual se debe aplicar el plazo de prescripción de 10 años que ésta Sala ha determinado en su jurisprudencia supra citada, motivo por el cual en cuanto a tal extremo el recurso debe ser estimado. Lo anterior, conlleva que esa información no pueda ser facilitada a terceras personas y  únicamente se permitirá su utilización para fines de investigación policial o judicial pues se trata de información confidencial. Por otra parte, en relación a los nueve antecedentes policiales que van del 2007 al 2010 a nombre del amparado y que constan en el archivo en cuestión, se constata que éstos no superan el término de la prescripción, motivo por el cual en cuanto a tal extremo el recurso debe ser desestimado. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso. Se ordena al Viceministro de Seguridad Pública, Luis Gustavo Mata Vega, que tome las medidas necesarias para que de FORMA INMEDIATA el antecedente policial por decomiso de pólvora de fecha 02 de enero de 1998 que presenta el amparado no le sea facilitado a terceras personas pudiendo utilizarse esa información únicamente para fines de investigación policial y judicial. En cuanto a los demás archivos que presenta el tutelado, como éstos no cumplen el decenio, se desestima el recurso. 

	INTIMIDAD
	CORREO ELECTRÓNICO Y DOCUMENTOS ELECTRÓNICOS ALMACENADOS EN LA COMPUTADORA DE UN FUNCIONARIO, SON PRIVADOS

Expediente:15-005805-0007-CO
Sentencia:007357-15

Recurso de amparo contra la Directora Ejecutiva del Patronato Nacional de Ciegos. Reclaman los recurrentes que el 22 de abril de 2015, sus cuentas de correo personal institucional fueron bloqueadas por orden de la Directora del Patronato Nacional de Ciegos. Señalan que al consultar, la Directora les dijo que iba a revisar y conocer la información almacenada en sus correos por lo que le dijeron que no podía realizar tal revisión debido a que en el correo había información tanto personal como de trabajo; sin embargo, la Directora accionada manifestó que el correo no era de ellos sino que pertenecía al Patronato Nacional de Ciegos, razón por la que podía conocer todo lo que ahí se almacenará. Sostienen que lo actuado por la autoridad recurrida, atenta contra sus derechos a la intimidad, al secreto a las comunicaciones, a la inviolabilidad de los documentos privados y a la autodeterminación informativa, resguardados en el artículo 24 constitucional, por lo que piden que se declare con lugar el recurso, con sus consecuencias. En este caso, para la Sala, el criterio de la accionada no es admisible, estimándose que con esa actuación denunciada por los recurrentes, se ha quebrantado el artículo 24 de la Constitución Política. En primer término, es preciso recordar como ya lo ha dicho la Sala en anteriores ocasiones, entre ellas sentencias 001779-13 y 018952-14, el correo electrónico y los documentos electrónicos almacenados en la computadora que utiliza una persona, aunque sea un bien público, están protegidos por el derecho fundamental al secreto de las comunicaciones y nunca podría realizarse un control de ellos con garantías inferiores a las establecidas por la Constitución. De igual manera, el hecho que la computadora sea propiedad del Patronato Nacional de Ciegos, no significa que los recurrentes hayan renunciado completamente a la garantía de inviolabilidad de
las comunicaciones privadas, por cuanto, como se indicó anteriormente, la garantía del derecho fundamental no depende de la titularidad del medio sino que es independiente de la titularidad del soporte (en este sentido, puede verse la sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 24 de agosto de 1998 No. 872/1997, caso Lambert c/ Francia mencionada en las sentencias de esta Sala citadas. La Sala ha señalado que los trabajadores no renuncian a la esfera de privacidad y a la protección de datos por ejercer una función pública, sino que, por el contrario, esperan legítimamente encontrar allí un grado de privacidad, ya que en él desarrollan una parte importante de sus relaciones con los demás. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a Leticia Hidalgo Ramírez en su calidad de Directora Ejecutiva del Patronato Nacional de Ciegos, evitar incurrir nuevamente en los hechos que dieron origen a esta declaratoria. 

	INTIMIDAD
	REGISTRO FOTOGRÁFICO DE PRIVADOS DE LIBERTAD

Expediente:15-005881-0007-CO
Sentencia:007359-15

Recurso de amparo contra el MINISTERIO DE JUSTICIA. El recurrente demandó la tutela del derecho a la intimidad de su hijo, quien se encuentra privado de libertad, pues, en su criterio, la policía penitenciaria fotografió el rostro del amparado, así como sus tatuajes y cicatrices, y tomó sus huellas dactilares, para incluirlos en un registro de privados de libertad que recientemente puso en marcha la Dirección de Adaptación Social. Según afirmó la Ministra de Justicia, lo dispuesto en este sentido se ajusta a las potestades que se le otorgaron a esa Dirección General, en lo que respecta a la custodia y seguridad de las personas procesadas y condenadas asignadas a su cargo, y encuentra fundamento en la Ley General de Policía, las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos y las Circulares D.012-2004, denominada “Del Registro y medios de identificación de la población privada de libertad” y 04-2012 B. Conviene, en primer término, señalar que en la sentencia No. 2009011518 de las 10:03 hrs. de 24 de julio de 2009, este Tribunal Constitucional sostuvo que una medida como la reclamada resultaba legítima, en virtud que procura que la Administración Penitenciaria tenga certeza de la identidad de las personas privadas de libertad. Por su parte, en la sentencia No.2013002635 de las 14:30 hrs. de 26 de febrero de 2013, esta Sala reconoció que un registro fotográfico como el que se reprocha, no vulnera derecho fundamental alguno, siempre y cuando, sea únicamente, para uso exclusivo de esas autoridades. Bajo esta inteligencia, descarta la Sala que se haya producido el agravio reclamado. Como corolario de lo expuesto, se impone desestimar el recurso. Se declara sin lugar el recurso.

	LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y PRENSA
	DESIGNACIÓN DE VOCERÍAS EN UNA INSTITUCIÓN NO LESIONAN LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN

Expediente:15-004007-0007-CO
Sentencia:006455-15

Recurso de amparo contra el DIRECTOR DE LA ESCUELA CENTROAMERICANA DE GEOLOGÍA Y EL RECTOR, AMBOS DE LA UNIVERSIDAD DE COSTA RICA. Se alega que, aunque el amparado es bachiller en Geología con especialización profesional en Vulcanología, y es funcionario de la Universidad de Costa Rica, docente e investigador en el régimen interino de la Escuela Centroamericana de Geología, el Director de la Escuela le comunicó que no tenía facultades para emitir criterio técnico a nombre de la Universidad de Costa Rica o de la Red Sismológica Nacional sobre la actividad volcánica del país, lo cual estima contrario a la libertad de expresión y a la libertad de cátedra. La reiterada jurisprudencia de este Tribunal sostiene que en ejercicio a la libertad de expresión, cualquier persona tiene derecho de manifestar, difundir o comunicar, por escrito, verbalmente o por cualquier otro medio, en privado o en público, sus pensamientos, ideas, opiniones, creencias, convicciones o juicios de valor; constituyendo censura previa todo aquel acto que, a priori, pretenda censurar o enmudecer cualquier manifestación, difusión o comunicación de sus pensamientos, ideas, opiniones, creencias, convicciones o juicios de valor. De igual manera, jurisprudencialmente, se sostiene que la libertad de cátedra garantiza la independencia en la docencia y en la investigación, a lo interno y hacia el exterior del ámbito universitario, tanto del docente como de la actividad realizada por el estudiante en forma dirigida o supervisada. En este caso concreto, este Tribunal concluye que al amparado no se le ha quebrantado sus derechos fundamentales, por varias razones. A) Se ha acreditado que la designación de vocerías oficiales obedece al gran aporte que la RSN brinda al país y a las instituciones encargadas de la defensa civil, procurando salvaguardar la vida humana a través de la asesoría continua y la investigación de alto nivel y, por consiguiente, es fundamental que el país y la prensa, en general, estén completamente informados sobre la actividad volcánica y sus riesgos para la vida humana y la economía de Costa Rica. B) Tanto los entes públicos como los privados, a través de sus respectivas jerarquías, tiene la potestad para designar a los funcionarios que actuarán como voceros oficiales ante los medios de comunicación y la ciudadanía en general, lo cual no conlleva, como se ha querido interpretar en violación al derecho de acceso de información, de que esta deba ser canalizada por un único medio o vocero, toda vez que es un deber de todo funcionario público el entregar al habitante de la República la información que él le requiere cuando esta consta en su despacho o oficina. C) Por último, lo que se ha desautorizado en el oficio cuestionado es que el recurrente intervenga como vocero oficial de la Institución Educativa Superior, pero dicho acto no le impide emitir sus criterios y opiniones a título personal, fuera o dentro de la Academia, es decir, él está en pleno goce de su derecho de expresión; lo que no puede hacer es imputar sus opiniones como propias de la Red Sismológica Nacional. En este contexto, el amparo debe desestimarse, como en efecto se declara. Se declara SIN LUGAR el recurso.-

	MIGRACIÓN
	PARA RENOVACIÓN DE SEGURO DE EXTRANJEROS SE NECESITA LA REGULARIZACIÓN MIGRATORIA


Expediente:15-007140-0007-CO 
Sentencia:007657-15

Recurso de amparo contra LA SUCURSAL DE LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL (CCSS) EN SAN JOAQUÍN DE FLORES.  Alega la recurrente, que se encuentra disconforme porque su carnet de seguro se venció el 21 de diciembre de 2014 y el personal de Afiliaciones de la CCSS no se le renovó, bajo el argumento de que una nueva ley dispuso que su estatus de ilegal en el país lo impedía, pues para poder sacar el carnet, debía tener su visa al día, o su residencia aprobada por resolución expresa. Aduce que este proceder le hizo imposible cobrar dos pagos por su licencia de maternidad, todo lo cual también repercutió en los derechos de su hijo, nacido en el país. Señala la Sala que la negativa de renovar el carnet de aseguramiento que apunta y reclama la recurrente, no denota ningún tipo de discriminación en razón de su nacionalidad, ni tampoco una vulneración de su derecho a la salud, sino la necesaria consecuencia de que nuestro ordenamiento jurídico exija la regularización de la situación migratoria de las personas extranjeras. Por ello, la Sala se ha pronunciado reiteradamente en contra de reclamos análogos, tal y como lo ejemplifica la sentencia N° 2011-014964. Por ello, la amparada deberá acudir, si a bien lo tiene, ante las vías de legalidad respectivas, a fin de plantear allí las gestiones que estime pertinentes para regularizar su situación migratoria, o demandar el pago de cualquier incapacidad que a su juicio le corresponda. En consecuencia, el recurso es improcedente y así se declara. Se rechaza por el fondo el recurso.

	MINORÍAS
	SE ORDENA AL PANI GARANTIZARLE A MENOR INDÍGENA UN TRADUCTOR Y MANTENERLA EN UN AMBIENTE QUE CONTEMPLE SUS RAÍCES CULTURALES


Expediente:15-004582-0007-CO 
Sentencia:006279-15


Recurso de amparo contra el Patronato Nacional de la Infancia.  recurrente acude a esta Jurisdicción en amparo de la menor de edad, quien es una niña proveniente del territorio indígena Cabécar de Tayní. Señala que tras un accidente sufrido por la amparada, el Patronato Nacional de la Infancia realizó una intervención y trasladó a la menor a un albergue, donde no se respetan las particularidades culturales con las que fue criada, pues únicamente le hablan en español y no se practican las costumbres de su pueblo, situación que considera violenta los derechos fundamentales de la menor como parte de una minoría indígena. En este caso se indica, que hay múltiples precedentes de este Tribunal Constitucional que han ratificado la potestad del Patronato  Nacional de la Infancia para entregar en depósito administrativo a los menores de edad, cuando informes técnicos así lo determinen y siempre en el entendido que,  a la  brevedad, debe ponerse el asunto en conocimiento de los tribunales de familia, únicos con competencia para resolver, definitivamente, sobre esta materia. En el caso de esta menor indígena se indica que fue víctima de una amputación de su mano derecha, estando al cuido directo de sus progenitores, además de que se señalan factores de riesgo en los que se encuentra expuesta la niña. Aunado a lo anterior se logró acreditar que la menor no ha requerido de traductores, lo anterior se respalda en los  informes psicosociales que señalan que la menor ha demostrado entender y hablar el idioma español. En cuanto al derecho de la menor a practicar su propia cultura y permanecer en un ambiente óptimo a sus creencias, este Tribunal reconoce el esfuerzo de los recurridos en definir la situación social y jurídica de la menor, sin embargo, se echa de menos un plan o medida que permita que la niña tenga acceso durante su permanencia en el Albergue, a un espacio afín a su cultura, por lo que deberán los recurridos ubicar a la menor en un albergue que contemple sus raíces culturales, y en caso de no ser posible, deberán tomar las medidas necesarias en aras de garantizarle a la niña  tener un desenvolvimiento en un ambiente relacionado a su identidad cultural, de manera que deberán propiciarle las condiciones óptimas que permitan que su estancia en el albergue sea lo más cercana posible a su ambiente y raíces culturales. En cuanto a la falta de un traductor el amparo devine procedente, si bien es cierto las autoridades del PANI informaron que la menor entiende y habla el español, lo cierto es que los recurridos deben tener a disposición de la menor un traductor del idioma cabécar al español, de tal forma que se le garantice su forma específica de comunicación, por lo que deberán coordinar con la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas para que en el momento que la amparada requiera de un traductor del idioma cabécar al español le sea facilitado de forma inmediata. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a Ana Teresa León Sáenz en su calidad de Presidenta Ejecutiva  y Representante Legal del Patronato Nacional de la Infancia o a quien en su lugar ocupe el cargo que proceda de forma inmediata a coordinar con la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas, para que en el momento que la amparada requiera de un traductor del idioma cabécar al español le sea facilitado de forma inmediata. Deberán además ubicar a la menor en un albergue que contemple sus raíces culturales, y en caso de no ser posible, deberán tomar las medidas necesarias en aras de garantizarle a la niña  tener un desenvolvimiento en un ambiente relacionado a su identidad cultural, de manera que deberán propiciarle las condiciones óptimas que permitan que su estancia en el albergue sea lo más cercana posible a su ambiente y raíces culturales.

	MINORÍAS
	LE ORDENAN A LA CCSS EXPEDIR CERTIFICADO DE DISCAPACIDAD

Expediente:15-005135-0007-CO
Sentencia:006519-15

Recurso de amparo contra la CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL (CCSS). El accionante alega que el 24 de febrero de 2015 acudió a la Sucursal de la CCSS de San Ramón a fin de solicitar un certificado de discapacidad; no obstante, se le indicó que allí sólo se tramitaban aspectos administrativos y que para el certificado pretendido debía acudir al Área Médica. Aduce que recurrió a dicha oficina y a varias instancias de la CCSS pero lo que se le entregó fue una epicrisis, la cual no le permite requerir ayudas o beneficios basados en su condición de discapacidad. Al respecto, informan los recurridos que los centros de salud pueden emitir epicrisis o dictámenes médicos, mas no certificados de discapacidad. En este sentido, refieren que es la Dirección de la Calificación de Invalidez de la Gerencia de Pensiones de la CCSS, el órgano competente para expedir dicho documento. Esta Sala verifica que las autoridades recurridas comunicaron al amparado la imposibilidad de realizar el certificado solicitado, mas no existe elemento probatorio alguno que permita vislumbrar que se le haya informado sobre el procedimiento y dependencia competente de la CCSS a la cual podía acudir a efectos de obtener la constancia de discapacidad requerida. Precisamente en razón de esta omisión es que el recurrente refiere que se ha apersonado a varias instancias de la CCSS solicitando, infructuosamente, dicho certificado. Así las cosas, aprecia este Tribunal que la parte accionada contravino los principios constitucionales de eficacia, eficiencia, simplicidad y celeridad que regulan el cumplimiento de las funciones administrativas. En mérito de lo expuesto, lo procedente es declarar con lugar el recurso. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a Emilia María Solís Alpízar, en su condición de Administradora de la Sucursal de San Ramón de la CCSS, que proceda en el término de tres días, contado a partir de la notificación de esta resolución, a comunicar al tutelado sobre el procedimiento y dependencia competente de la CCSS a la cual puede acudir a efectos de obtener la certificación de discapacidad requerida. 

	MINORÍAS
	MUJERES TRANSGÉNERO SOLICITAN CAMBIO DE NOMBRE ANTE EL REGISTRO CIVIL

Expediente:15-003720-0007-CO
Sentencia:007217-15

Recurso de amparo contra el TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES. Alegan las recurrentes, que en su condición de mujeres transgénero, han presentado ante el Registro Civil la solicitud para cambio de nombre, el cual nunca fue conocido ni resuelto de conformidad con la petitoria planteada. Señala que al no recibir respuesta, se dirigieron a la Oficina de Género, donde les indicaron que según el artículo 54 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones, su petitoria era de conocimiento de la vía civil judicial. Consideran que el cambio de nombre -y no la frase "conocido como"- para las mujeres y hombres trans debería poder tramitarse en la misma ventanilla donde se solicita el documento de identidad, tal y como lo puede hacer cualquier ciudadano; sin recibir malos tratos ni burlas por parte de los funcionarios públicos. Destaca que ya existe jurisprudencia para cambio de nombre, y que la normativa internacional de los derechos humanos tutela su derecho a la identidad de género. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo Sancho y Castillo Víquez ponen nota separada. El Magistrado Rueda Leal da razones separadas.- ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN. Ver en similar sentido votos: 7128-07,  16877-09

	MINORÍAS
	RETIRO DE AVAL A MUSICAL “COCORI” QUE HACE LA ORQUESTA SINFÓNICA NACIONAL

Expedientes:15-005635-0007-CO 
Sentencia:007498-15 

Recurso de amparo contra el Ministerio de Cultura. Cuestiona el accionante la decisión de la Ministra de Cultura, de retirar el aval al musical “Cocorí” que está haciendo la Orquesta Sinfónica Nacional, por considerar que el mismo tiene un contenido racista. Se declara CON LUGAR el recurso. Se  advierte a la ministra de Cultura y Juventud, o a quien en su lugar ejerciere ese cargo, que conforme lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, no volver a incurrir en los hechos que dieron fundamento a esta declaratoria, bajo apercibimiento de cometer el delito sancionado en el artículo 71 de la citada ley de rito. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.  Los Magistrados Cruz Castro, Rueda Leal y Hernández López salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro ponen nota. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	MINORÍAS
	ADULTOS MAYORES SON OLVIDADOS EN EL HOSPITAL PSIQUIÁTRICO

Expedientes:15-005628-0007-CO 
Sentencia:006932-15

Recurso de amparo contra CONAPAM. Funcionarios del Hospital Psiquiátrico plantean este amparo, porque particularmente tres adultos mayores, se encuentran internados en ese hospital, tienen salida aprobada y no tienen quien los reciba, ni familia ni ninguna institución. Aseguran que las condiciones en las que se encuentran, no son adecuadas. A pesar de sus gestiones ante el CONAPAM, esta institución no hace nada por buscar una solución. Solicitan que se ordene al CONAPAM adoptar las medidas necesarias, para que reubiquen a estas personas o bien, se les obligue a implementar un lugar a la mayor brevedad posible. En esta sentencia se analiza el tema de la protección especial a la persona adulta mayor y las funciones del CONAPAM.  En el caso concreto, consta que desde que las autoridades del Hospital Psiquiátrico comunicaron a la entidad recurrente que los amparados se encontraban en condición de egresados y que por no contar con recursos de apoyo y por ello en condición vulnerable, les solicitaban gestionar su reubicación el algún lugar especializado, tardaron varios meses antes de poner reubicarlos. Si bien es cierto, la Sala aprecia que del informe rendido bajo juramento, se observa que las autoridades recurridas realizaron gestiones para ubicar al recurrente, en un lugar apto para sus condiciones, también es cierto que esas diligencias, no fueron exhaustivas, ni suficientes para lograr ubicar al amparado y fue hasta con posterioridad a la notificación de este recurso, que se intensifican las gestiones y finalmente logran sus ubicaciones en un centro de adultos mayores. Es decir, de los autos se extrae que, la gestión de reubicación de un asunto de alta relevancia humanitaria, como lo es, la ubicación de una persona adulta mayor en algún centro para ancianos, cuando este carece de ayuda de familiares para poder llevar una adecuada calidad de vida, tardó más de tres meses en ser resuelto. En consecuencia, concluye este Tribunal que el CONAPAM debe recordar que entre sus fines está velar por el funcionamiento adecuado de los programas y servicios destinados a las personas adultas mayores. Esto significa que, en el caso concreto, debió de haberse atendido de manera más intensiva, la reubicación que necesitaba el amparado, y que fue puesta bajo su conocimiento desde hace más de tres meses, sino que debió haber tenido un papel proactivo y célere en la solución del estado de abandono en que se encuentra el tutelado. Finalmente, y de suma relevancia para este asunto, el inciso n) del artículo 35 de la aludida Ley es claro en indicar que es deber del CONAPAM coordinar, con las instituciones ejecutoras, los programas dirigidos a las personas adultas mayores. Esta norma es vital pues recoge el principio de coordinación interinstitucional señalado líneas arriba. De conformidad con los motivos ofrecidos anteriormente, el amparo resulta procedente, sin embargo, como ya han sido reubicados los amparados en organizaciones de bienestar social, se acoge para efectos de daños y perjuicios. 

	MINORÍAS
	NIEGAN HACER CIRUGÍA A PACIENTE POR NO PERMITIR TRANSFUSIÓN SANGUÍNEA POR RAZONES RELIGIOSAS

Expediente:15-004018-0007-CO
Sentencia:005471

Recurso de amparo contra el HOSPITAL DE GUÁPILES. Alega la recurrente que fue internada en el Hospital de Guápiles en cumplimiento de una orden emanada de la Sala Constitucional. Dice que en ese centro médico se realizaron los exámenes médicos preparatorios para la posterior cirugía. Indica que después de haber cumplido con los respectivos actos médicos preparatorios para dicho procedimiento quirúrgico, la cirugía fue cancelada por el cirujano responsable dado que informó a las autoridades médicas su decisión libre y voluntaria de no permitir el uso de transfusión sanguínea. Manifiesta que en pleno uso de su libertad de culto y religión se niega a realizarse procedimientos médicos que comprometen ética y religiosamente su individualidad, pues es Testigo de Jehová, pero existen procedimientos reconocidos a nivel nacional e internacional que permiten intervenir a una persona sin comprometer su componente ético religioso, y así resguardar su salud y su vida respetando el credo religioso que profesan.  En este caso, tanto el Director del centro médico recurrido como la médico tratante de la amparada, bajo juramento, con oportuno apercibimiento de las consecuencias previstas en el artículo 44, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, aseguran que la paciente presenta hipertensión crónica, cardiopatía, fibromialgia, trastornos de somatización y distimia. Además, cuenta con una historia de dolor pélvico crónico y sangrados menstruales irregulares; sin embargo, su estado actual no requiere intervención quirúrgica. Por otra parte, aclaran que el 09 de febrero de 2015, fue internada debido a la necesidad de realizarle un estudio para descartar una infección pélvica y, una vez realizado y descartada la infección, se dispuso su egreso. Así, esta Sala descarta la acusada violación a la libertad de culto y a la salud de la recurrente, dado que no tiene cirugía pendiente para atender su condición y, además, en vista de que el único procedimiento médico que se le ha realizado, del 09 de febrero de 2015, fue ejecutado en forma completa por los profesionales médicos que le atendieron, es decir, no fue interrumpida la atención en los términos expuestos por la recurrente. Así, lo procedente es desestimar el presente recurso, como en efecto se dispone. Se declara sin lugar el recurso.

	MINORÍAS
	SE ORDENA FISCALIZAR A EMPRESA SOBRE EL TRATO A LOS ADULTOS MAYORES Y EMITIR LA REGLAMENTACIÓN RESPECTIVA PARA EL REGISTRO Y CONTROL DE ESA POBLACIÓN EN EL TRANSPORTE PÚBLICO


Expediente:15-005203-0007-CO 
Sentencia:007740-15
                
Recurso de amparo contra la EMPRESA DE BUSES DISCAR S.A. Y EL CONSEJO DE TRANSPORTE PÚBLICO. El accionante, quien es adulto mayor, manifiesta que desde hace tres años tiene problemas con los choferes de los buses de Periférica, medio de transporte que utiliza todos los viernes. Refiere que en ocasiones le han tirado su cédula de identidad en el monedero, se la devuelven tiempo después de haber subido al autobús o no se la regresan del todo. Alega que lo anterior ha causado que haya perdido varias cédulas.  Indica que debido a sus constantes quejas, en una ocasión le indicaron, por escrito, que no requería enseñar la identificación, que únicamente diera su nombre; no obstante, dicha medida no funcionó. Solicita obligar a la empresa a poner una máquina lectora de cédulas de identidad en todas las unidades u obligar a todos los choferes a anotar el número de cédula justo al momento de subir al autobús. Acusa que pese a las quejas incoadas frente a distintas autoridades, el problema persiste.  Al respecto, este Tribunal tiene por acreditado que, efectivamente, desde junio de 2012, el tutelado ha incoado diversas quejas ante el CTP  contra la empresa DISCAR S.A. (operadora de la ruta de Periférica) por el maltrato que ha recibido como adulto mayor, porque el chofer no le devolvió la cédula inmediatamente después de abordar al autobús, y porque las unidades no cuentan con máquinas lectoras de cédulas. En esta línea, manifiesta el Presidente de DISCAR S.A. que en febrero del 2013 se ordenó a los conductores de la empresa brindarle el servicio al tutelado sin pedirle que enseñara la cédula de identidad. No obstante, el recurrente indica que dicha medida no funcionó pues los choferes no acataron el documento suscrito por el Gerente de la empresa que disponía la orden. Aunado a ello,  la ineficacia de la medida se verifica toda vez que, después de febrero de 2013, se registraron más quejas del tutelado referidas a la problemática aludida, la última de ellas recibida por el CTP el 14 de abril de 2015. Así las cosas, se observa que, pese a las medidas intentadas, el tutelado sigue enfrentando problemas relacionados con su registro al abordar las unidades de la Periférica. A tenor de lo anterior, en el sub lite se advierte que DISCAR S.A. escogió un sistema de registro y control de pasajeros según su conveniencia, mas no contó para estos efectos con la fiscalización y regulación técnica por parte de las autoridades compelidas para ello, sea la ARESEP y el CTP.  Consecuentemente, aprecia esta Sala una omisión de ambos accionados respecto a sus deberes legales de supervisión y control en relación con las disposiciones de control de los servicios públicos establecidas en la ley Nº 3503. Ahora bien, como se refirió en el considerando anterior,  en sentencia Nº 2014-7030 de las 09:30 horas del 23 de mayo de 2014, esta Sala ordenó al CTP emitir, en el plazo improrrogable de 6 meses a partir de la notificación dicho pronunciamiento, “la regulación pertinente de lo dispuesto en el numeral 33.b de la Ley Reguladora del Transporte Remunerado de Personas en Vehículos Automotores, respecto del o los mecanismos efectivos que garanticen el respeto de los derechos de la población adulta mayor”. No obstante, como consta en la ampliación de informe rendido por el CTP, dicha autoridad, un año después de la aludida sentencia constitucional, aún no ha emitido normativa alguna.  Por su parte, la ARESEP informa que, con el objetivo de mitigar el problema de maltrato contra la población de adultos mayores, elaboraron una propuesta del denominado "Reglamento sobre Trato Humano en el Transporte Público en Autobús”, normativa que pretende regular la adecuada prestación de ese servicio, no solo respecto a la población adulta mayor sino en relación con todos los usuarios. Sin embargo, la misma ARESEP expone que esta propuesta de reglamento se encuentra apenas en fase de estudio por parte de la Junta Directiva de la ARESEP, quien el 14 de mayo de 2015 acordó solicitar a la Administración activa replantear dicha propuesta. Consecuentemente, se denota que, actualmente, no existe normativa alguna que regule lo estatuido en el numeral 33.b de la ley Nº 3503 respecto de los mecanismos efectivos que permitan garantizar el respeto de los derechos de los usuarios adultos mayores. Se declara con lugar el recurso únicamente contra la ARESEP y el Consejo de Transporte Público. Se ordena a Dennis Meléndez Howell y Mario Zárate Sánchez, respectivamente en su condición de Regulador General de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos y Director Ejecutivo del Consejo de Transporte Público del Ministerio de Obras Públicas y Transporte, o a quienes ocupen esos cargos, que en el plazo de 10 días hábiles, a partir de la notificación de este recurso, coordinen y adopten las medidas necesarias, dentro del ámbito de sus competencias, a fin de fiscalizar si la empresa DISCAR S.A., que opera la ruta de la Periférica, cuenta con mecanismos efectivos de control que garanticen a las personas adultas mayores el acceso al servicio de transporte público  respetando sus derechos. De igual modo, el Consejo de Transporte Público deberá emitir, en el plazo improrrogable de 2 meses a partir de la notificación de esta sentencia, la regulación pertinente de lo dispuesto en el numeral 33.b de la Ley Reguladora del Transporte Remunerado de Personas en Vehículos Automotores, respecto del o los mecanismos efectivos e idóneos para el registro y control de los adultos mayores usuarios del servicio público de transporte en vehículos colectivos, mecanismos que deberán respetar y promover los derechos de dicha población. 

	MUNICIPALIDAD
	SE RESTITUYE MIEMBRO DEL CONSEJO CANTONAL DE DEPORTES DE ALAJUELA

Expediente:15-005742-0007-CO
Sentencia:007745-15

Recurso de amparo contra EL CONSEJO CANTONAL DE DEPORTES DE ALAJUELA (CODEA). El recurrente acusa lesión a sus derechos fundamentales, por cuanto fue cesado de su puesto como miembro de la Junta Directiva del Consejo Cantonal de Deportes de Alajuela (CODEA), con base en hechos por los que ya había sido juzgado, y sin que se garantizara el debido proceso.  Ahora bien, tras analizar los elementos aportados al expediente, este Tribunal considera que en el presente asunto sí existe una lesión a los derechos del amparado, pues es claro, que desde el 4 de marzo de 2015, la Junta Directiva del CODEA tenía pleno conocimiento de la desestimación de las denuncias planteadas contra el tutelado ante el Concejo de Alajuela, y, a pesar de ello, dispuso continuar con la realización de la asamblea convocada para conocer dichas acusaciones, lo que resulta ilegítimo, por violentar el principio de non bis in idem, toda vez que el Concejo ya había determinado que no existía mérito para juzgar al accionante. Por otra parte, conviene indicar que de la prueba presentada por las partes, no se desprende que, previo a la destitución del amparado, se otorgara a éste las garantías mínimas del debido proceso, omisión que, sin lugar a dudas, constituye una violación a lo dispuesto por el numeral 39 de la Constitución Política, pues, en reiterados pronunciamientos, esta Sala ha hecho hincapié en la obligación de garantizar que los investigados puedan ejercer en forma plena su derecho de defensa, sobre todo, si se toma en cuenta la gravedad de la sanción que finalmente fue impuesta al amparado. Así, por lo expuesto, lo procedente es acoger el recurso, como en efecto se hace. Por otra parte, el recurrente plantea una serie de alegatos relativos a supuestas violaciones de la Junta Directiva del CODEA, a la normativa que rige sus actuaciones. Considera este Tribunal que dichos reclamos constituyen un asunto de mera legalidad que excede el ámbito de competencias de esta jurisdicción, de ahí que deberán ser planteados ante las instancias ordinarias del caso, con el fin de que se resuelva ahí lo que corresponda. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en lo que respecta al Consejo Cantonal de Deportes de Alajuela, y no así en cuanto al Concejo de Alajuela. Se anula la destitución del recurrente de su puesto como miembro de la Junta Directiva del CODEA, decretada el 7 de abril de 2015, y se le restituye en el pleno goce de sus derechos. Se condena a la Municipalidad de Alajuela al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.

	PENAL
	SE ANULA DECISIÓN DE TRIBUNAL PENAL DE SEPARAR DEL PROCESO DEFENSOR PRIVADO

Expediente:15-005248-0007-CO
Sentencia:006337-15

Recurso de hábeas corpus contra el TRIBUNAL PENAL DE SAN JOSÉ. Alega la recurrente que en su contra se sigue una causa penal por el supuesto delito de falso testimonio y que el Tribunal recurrido le cuestionaron su decisión de mantener a su defensor privado y decidieron separarlo de oficio, coartándole su derecho de escoger a su propio defensor. Se declara con lugar el recurso y se ordena al Tribunal de Juicio del I Circuito Judicial de San José, la inmediata restitución del defensor privado de la recurrente. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios que pudieren haberse ocasionado con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los cuales se liquidarán en la vía de ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto y lo declara sin lugar. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN. 

	PENAL
	SE CUESTIONA DETENCIÓN Y PARTICIPACIÓN DEL MISMO JUEZ EN ALLANAMIENTO Y PRISIÓN PREVENTIVA


Expediente:15-006920-0007-CO 
Sentencia:007623-15

Recurso de hábeas corpus contra el JUZGADO PENAL DE LIBERIA. El recurrente, defensor particular de los tutelados, alegó que la decisión del Juzgado Penal de Liberia de rechazar su solicitud de cambio de medida cautelar (los tutelados guardan prisión preventiva) es ilegítima. El recurrente alegó, principalmente, que la decisión no está bien fundamentada, porque no se refiere a los argumentos expuestos e, incluso, desatendió prueba ofrecida. Agregó que la misma Juzgadora que había ordenado el allanamiento y otras pruebas también resolvió sobre la prisión; de igual forma, la convocatoria a la audiencia para conocer la solicitud de cambio fue precipitada y oscura y él como defensor no pudo asistir por tener otra audiencia judicial. También alegó que presentó un incidente de actividad procesal defectuosa que aún no se ha resuelto. En este caso, concreto esta Sala no considera que los tutelados estén indebida o ilegítimamente privados de libertad y, en consecuencia, no hay razón para estimar el recurso. En efecto, los tutelados están en prisión en virtud de medida cautelar dictada, desde febrero de 2015, por la autoridad competente. De otra parte, tampoco es una razón que convierta la medida cautelar en ilegítima, el hecho que el mismo Juez que recavó prueba se pronuncie sobre la medida cautelar. Se trata de una cuestión que, deberá también dilucidarse en la misma sede, penal, conforme a la reglas procesales de rito. En suma, no hay razón para considerar que los tutelados estén ilegítimamente privados de libertad. Contra ellos se dictó prisión preventiva, que está vigente, por la autoridad judicial competente. Los reparos del recurrente deben conocerse en la misma sede penal. Se declara sin lugar el recurso.

	PENAL
	DETENCIÓN POR ERROR


Expediente:15-007041-0007-CO 
Sentencia:007632-15
 

Recurso de hábeas corpus  contra EL TRIBUNAL  DE FLAGRANCIA DEL SEGUNDO CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ. En el caso en estudio, la recurrente cuestiona que el amparado fue detenido en forma ilegítima por el Tribunal de Flagrancia del II Circuito Judicial de San José. Tras analizar los elementos aportados a los autos, consta que en razón de un error material los datos del amparado fueron consignados en una orden de captura girada dentro de una causa, en la que no figura como parte, situación que llevó a que fuera presentado por oficiales del Organismo de Investigación Judicial ante el despacho accionado, donde permaneció por más de 2 horas el 20 de mayo de 2015. Ahora bien, a partir de lo expuesto anteriormente, la Sala constata que efectivamente existió una violación a los derechos del amparado, pues se tiene por demostrado que éste fue detenido por un error judicial, situación que resulta a todas luces ilegítima. En ese sentido, si bien en su informe el recurrido aduce que no se causó mayor daño al tutelado por el lapso tan corto de su detención, lo cierto es que dicha situación no puede constituirse en una justificación para los hechos antes señalados, pues en el fondo medió una privación ilegítima de libertad en contra del amparado, con independencia de la duración de ésta. Así, por lo expuesto, el recurso debe ser acogido para efectos indemnizatorios, tomando en cuenta que el tutelado ya fue liberado.  Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. 

	PENAL
	NIEGAN ACCESO A PRUEBA A DEFENSA DEL IMPUTADO

Expediente:15-006569-0007-CO
Sentencia:007841-15

Recurso de hábeas corpus contra la FISCALÍA ADJUNTA DE HEREDIA. Alega el recurrente que en la causa que se sigue al amparado, la fiscalía puso en su conocimiento la evidencia decomisada denominada "expediente original médico" a nombre de otra persona, compuesto de cinco tomos con 2220 folios, y se le brindó el plazo de tres días para referirse a esa prueba, por lo que solicitó a la autoridad recurrida copia de todo el expediente médico, con el fin de examinarlo y contratar un consultor técnico, no obstante, se le indicó que no se lo facilitarían para sacar las copias, por ser un documento privado. En sentencia 1739-92 de esta Sala, se estableció claramente, que durante el proceso penal, toda persona acusada de un delito tendrá derecho a disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa. Para el efectivo ejercicio del derecho de defensa en el proceso, se contempla el acceso irrestricto a las pruebas de cargo y la posibilidad de combatirlas, por lo que esta denegatoria, considera la Sala, es violatoria del derecho de defensa del amparado, por cuanto crea una limitante innecesaria que perjudica su ejercicio pleno, es evidente que para que la defensa del imputado pueda referirse a la prueba que se puso en su conocimiento, se debe imponer sobre su contenido, por lo que la restricción, en apariencia, para resguardar la información privada, resulta ilegítima e ineficaz. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Fiscalía Adjunta de Heredia, para que de inmediato ponga a disposición de la defensa del imputado la obtención de copias del expediente médico aportado como prueba en el proceso, bajo las advertencias que la ley prevé al efecto. 

	PENAL 
	ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA DEBE DAR PRIORIDAD A CASOS EN DONDE HAYA UNA PERSONA PRIVADA DE LIBERTAD

Expediente:15-005316-0007-CO
Sentencia:007088-15

Recurso de hábeas corpus contra el TRIBUNAL PENAL DEL TERCER CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE, PAVAS Y LA SALA PRIMERA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. El recurrente acusa que la detención del amparado es ilegitima por infracción de los artículos 15.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el artículo 9 de la Convención Americana de Derechos Humanos y el artículo 42 de la Constitución Política, pues se ha extendido más de tres años, período mayor que la pena mayor que se le podría imponer por el delito que se le endilga en la Federación Rusa. Considera que la sentencia de extradición sería inejecutable por estar vigentes procesos de naturaleza penal en que figura como ofendido y gestiones ante la Dirección General de Migración y Extranjería. En cuanto a la detención del amparado, este Tribunal se pronunció en la sentencia 017350-14. A la fecha, la situación jurídica del amparado se mantiene incólume, pues su detención, tiene fundamento en las resoluciones dictadas por el Tribunal Penal del III Circuito Judicial de San José en el proceso de extradición. En cuanto al plazo por el que se ha prolongado al detención del amparado, a consecuencia del proceso contencioso administrativo incoado por el recurrente contra la denegatoria de la condición de refugiado, evidentemente es muy prolongado, pero no tiene competencia esta Sala para ordenar el descuento del plazo de detención que ha sufrido de una pena que siquiera se le ha impuesto. No obstante lo anterior, se indica que La Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha señalado que el artículo 7.5 impone, a su vez, una obligación judicial de tramitar con mayor diligencia y prontitud aquellos procesos penales en los cuales el imputado se encuentre privado de su libertad” (Corte IDH. Caso Bayarri vs. Argentina). En dichas condiciones, el sistema de administración de justicia debe actuar en forma célere y dar un trato preferente al proceso en cuestión, por la naturaleza de los derechos y libertades fundamentales involucrados. De allí que el recurso deba ser declarado con lugar únicamente en contra de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, ordenando que el recurso de casación interpuesto a favor del amparado el 6 de enero de 2015 sea resuelto en el plazo que se indica en la parte dispositiva de esta sentencia. Se declara parcialmente con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del tutelado, por la violación del derecho a una justicia pronta y cumplida en la sustanciación del recurso de casación interpuesto ante la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia. En consecuencia, se ordena a su Presidente, Luis Guillermo Rivas Loáiciga que se realicen las diligencias pertinentes para que dentro del plazo de UN MES, se resuelva el recurso de casación, tomando en consideración las particularidades del proceso, sobre todo, que el tutelado se encuentra privado de su libertad personal. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Castillo Víquez y Rueda Leal, ponen nota. La Magistrada Hernández López da razones adicionales y ordena que el tutelado que se mantenga en arresto domiciliario.-

	PENITENCIARIO
	SE ORDENA ACONDICIONAR CUARTOS PARA LA VISITA ÍNTIMA DEL ÁMBITO DE CONVIVENCIA F DEL CENTRO INSTITUCIONAL LA REFORMA.

Expediente:15-005871-0007-CO
Sentencia:007755-15

Recurso de amparo contra el MINISTERIO DE JUSTICIA Y PAZ. Los recurrentes acusan violación a sus derechos fundamentales, ya que los colchones de los cuartos destinados para la visita conyugal se encuentran en mal estado e insalubres, los cuales ponen en riesgo su salud y el de las visitantes. En este caso, las mismas las autoridades administrativas penitenciarias reconocen que se deben comprar unas nuevas para sustituir las actuales. Si bien las autoridades recurridas manifiestan no contar, en este momento, con el presupuesto para la compra y que se va plantear la situación ante Comité de Privados de Libertad para solventar lo alegado, a la fecha, no se tiene certeza de cuándo las van a comprar o sustituir. Recordemos que este Tribunal ha señalado, en ocasiones anteriores, que los privados de libertad se encuentran en una relación de sujeción especial respecto del Estado, de modo que aunque la privación de su libertad sea legítima, cosa que en el presente asunto no está en discusión, y esa privación implique inevitablemente un obstáculo para el ejercicio de otros derechos que, sin embargo, no les han sido expresamente sustraídos, se crea una obligación a cargo del Estado en general de velar por la satisfacción de las necesidades básicas de los privados de libertad, dentro de las cuales se encuentran la salud, la seguridad, la integridad personal y una obligación agravada para los órganos encargados de la administración de justicia de velar por estos derechos. En este contexto, este Tribunal estima necesaria su intervención con el fin de garantizar los derechos fundamentales de los amparados y sus parejas, además de proteger sus condiciones en su entorno, como lo es, en este caso en
particular, los cuartos de visita conyugal. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a Rodolfo Ledezma Ramírez, en su condición de Director General y Antonio Barrantes Barrantes, en su condición de Director a.i. del Ámbito F, ambos del Centro de Atención Institucional La Reforma, o a quienes ocupen esos cargos, que realicen las gestiones necesarias para que en el plazo de TRES MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se deben acondicionar los cuartos con colchonetas adecuadas para la visita íntima del ámbito de convivencia F del Centro
Institucional La Reforma. En todo lo demás, se desestima el recurso formulado. 

	PODER JUDICIAL
	SE ORDENA AL PODER JUDICIAL MANTENER PERSONAL EN DISPONIBILIDAD PARA ATENDER LOS PRIVADOS DE LIBERTAD, DIRECCIONADOS POR LA JURISDICCIÓN PENAL


Expediente:15-003023-0007-CO
Sentencia:007072-15

Recurso de hábeas corpus contra la SECCIÓN DE CÁRCELES Y TRANSPORTES DEL PRIMER CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ Y EL TRIBUNAL DE FLAGRANCIA DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ. Alega el recurrente que el veintiuno de febrero de dos mil quince, por resolución oral, el Tribunal de Flagrancia del I Circuito Judicial de San José, le impuso al tutelado quince días de internamiento en Capemcol, con base en un dictamen emitido por la Caja Costarricense de Seguro Social, en el cual se indicó que el imputado padecía retardo mental y esquizofrenia. Manifiesta que no fue sino hasta el veintitrés de febrero siguiente, que su representado fue trasladado al centro en mención. Menciona que al solicitar información le indican que Capemcol solo recibe personas detenidas de lunes a viernes. Estima violentados los derechos fundamentales del tutelado, pues no solo se le mantuvo detenido en celdas pese a la orden del juez. Se declara parcialmente con lugar el recurso únicamente respecto del Poder Judicial. Se ordena a Zarela Villanueva Monge, en su carácter de Presidenta de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo Superior del Poder Judicial, dentro del ejercicio de sus competencias, adopte las medidas necesarias para que la Sección de Psicología y Psiquiatría Forense del Departamento de Medicina Legal del Organismo de Investigación Judicial mantenga personal en disponibilidad para que los privados de libertad, direccionados por la Jurisdicción Penal, sean valorados a los efectos de su internamiento en el CAPEMCOL. En lo demás se declara sin lugar el recurso.

	SERVICIOS PÚBLICOS
	SE ORDENA ARREGLAR PROBLEMA DE AGUA POTABLE EN COMUNIDAD INDÍGENA

Expediente:15-002266-0007-CO
Sentencia:006429-15

Recurso de amparo contra el MINISTERIO DEL AMBIENTE Y ENERGÍA, el SUBGERENTE GENERAL y el DIRECTOR DE LA REGIÓN BRUNCA, ambos del INSTITUTO COSTARRICENSE DE ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS. La recurrente acusa los problemas de desabastecimiento de agua en la comunidad indígena de Puente de Salitre, los cuáles se acrecientan en época de verano pues las quebradas prácticamente se secan y además cuestiona la calidad del agua. Lo anterior, vulnera lo dispuesto en el artículo 21 de la Constitución Política. En este caso, se constata que desde el año 2005 las autoridades del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados han realizado mediciones de los caudales en la zona en cuestión sin que a la fecha no se ha brindado una solución efectiva para dicha problemática. Lo anterior, constituye sin lugar a dudas una lesión a los derechos de los habitantes de la zona mencionada, toda vez que se encuentra de por medio el disfrute de un elemento fundamental para garantizar la salud de las personas, como es el agua potable, más si se toma en cuenta que se está ante un grupo vulnerable, como son las poblaciones indígenas, a quienes generalmente les es más dificultoso poder enfrentar este tipo de situaciones. En ese sentido, las autoridades recurridas se encontraban en la obligación de brindar en el menor plazo posible una solución para el problema en estudio, no obstante, de los informes y la prueba aportada por se denota que esto no se ha hecho aún toda vez que el proyecto en cuestión no cuenta con diseño. Así las cosas, el presente recurso debe ser declarado con lugar, con las consecuencias que se dirán en la parte dispositiva. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a Eduardo Lezama Fernández, en su condición de Subgerente General y Jorge Eduardo García Carballo, en su condición de Director de la Dirección de Fortalecimiento de Asadas, todos del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que dentro del plazo de DOCE MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se brinde una solución efectiva al problema de falta de agua potable para la comunidad indígena de Puente de Salitre. La Magistrada Hernández López pone nota separada. 

	SERVICIOS PÚBLICOS
	NIEGAN SERVICIO DE AGUA POR IMPOSIBILIDAD MATERIAL POR FALTA DE RECURSO HÍDRICO

Expediente:15-006049-0007-CO
Sentencia:007767-15

Recurso de amparo contra la EMPRESA DE SERVICIOS PÚBLICOS DE HEREDIA S.A. (ESPH). El recurrente reclama violación a sus derechos fundamentales, pues acusa que la autoridad recurrida rechazó, de forma injustificada, una solicitud que presentó el 4 de marzo de 2015 para el servicio de 55 pajas de agua de un proyecto de creación de viviendas, ya que dicho proyecto se ubica en una zona con abundante agua, agrega, además, que la autoridad recurrida, recientemente, permitió la instalación de veinticuatro pajas de agua en un terreno colindante. Después de analizar los elementos probatorios aportados, este Tribunal verifica que no ha existido violación alguna a los derechos fundamentales del recurrente. Lo anterior, porque en los informes rendidos por los representantes de las autoridades recurridas y la prueba aportada para la resolución del asunto, ha sido debidamente acreditado que no se que se trata de una negativa al acceso al servicio de agua potable de forma arbitraria, sino debido la imposibilidad técnica para brindarlo, ya que, según estudios e informes técnicos, demuestran que no hay una capacidad de caudal para brindar los servicios solicitados por el recurrente para realizar un proyecto urbanístico. En este sentido, la falta de dotación del servicio de agua potable no es una decisión antojadiza, arbitraria o sin fundamento, sino que está justificada en la imposibilidad material, por la falta del recurso hídrico. Se declara SIN LUGAR el recurso.

	TRABAJO
	PLAZAS CON RECURSOS ESPECÍFICOS NO SE DAN EN PROPIEDAD

Expediente:15-005161-0007-CO
Sentencia:006525-15

Recurso de amparo contra la DIRECTORA DE LA ESCUELA DE CIENCIAS BIOLÓGICAS DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL, RECTORA DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL, VICERRECTORA DE DESARROLLO DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL. El recurrente alega violación a sus derechos fundamentales, debido a que las autoridades recurridas se niegan a nombrarlo en la plaza que ocupa en propiedad, sin tomar en cuenta que, diez años después de su primer nombramiento interino, continúa en la misma condición, y es el único oficial de seguridad en la Estación de Biología Marina en el centro de Puntarenas que está siendo pagado por Ley de Pesca, lo que le ocasiona graves perjuicios. En cuanto al alegato principal del recurrente, sobre la negativa de la autoridad recurrida de nombrarlo en propiedad, a pesar de que lleva diez años ocupando en forma interina el puesto actual-, cabe señalar que de acuerdo a lo manifestado, dicho nombramiento como funcionario de la Universidad Nacional en la Estación de Biología Marina de Puntarenas, se realizó desde su inicio, con parte de los recursos que la Ley No. 5775 denominada Ley de Pesca por Barcos de Bandera Extranjera en Mar Patrimonial, previa realización de un concurso externo, en el cual se indicaron las condiciones particulares de la plaza que ocupa, es decir, que el tutelado siempre tuvo conocimiento de que el nombramiento en la plaza para que concursó debe hacerse por períodos anuales, en atención a las condiciones particulares presupuestarias a las que está sujeta. De igual manera, la Sala aprecia que se han realizado esfuerzos para incorporar dicha plaza al presupuesto interno de la Universidad Nacional, y así brindar la oportunidad al interesado de optar por un nombramiento en propiedad, pero aún no ha sido posible debido a la falta de recursos. Se declara sin lugar el recurso.-

	TRABAJO
	SE ORDENA REUBICAR A FUNCIONARIA PARA RESGUARDAR SU INTEGRIDAD FÍSICA Y EMOCIONAL

Expediente:15-005204-0007-CO
Sentencia:006659-15

Recurso de amparo contra LA DIRECTORA DE RECURSOS HUMANOS DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA, ASÍ COMO EL DIRECTOR DE LA ESCUELA. Alega la recurrente  que es educadora y fue abusada sexualmente por un funcionario de la misma institución. Por ello, interpuso una denuncia en octubre de 2014 y fue incapacitada hasta diciembre de 2014 y posteriormente desde el mes de febrero al 22 de abril de 2015. Refiere que en febrero solicitó al Ministerio ser reubicada, pero le respondieron que no lo harían. En virtud de ello, su psiquiatra y su psicóloga enviaron dictámenes solicitando su reubicación inmediata, pero el Ministerio ha hecho caso omiso a dichas recomendaciones. Señala que su incapacidad vence el 22 de abril y no se siente en condiciones para volver a la institución donde continúa laborando dicho funcionario. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Yaxinia Díaz Mendoza, en su condición de Directora de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, o a quien ocupe ese cargo, anular la resolución que deniega la solicitud de reubicación a la amparada, y de forma inmediata, disponer lo necesario para garantizar su reubicación, en condiciones similares a las que ostenta actualmente, a fin de resguardar su integridad física, emocional y psicológica. La Magistrada Hernández pone nota. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	TRABAJO
	DESPIDO DE PUESTO DE CONFIANZA
Expediente:15-005748-0007-CO 
Sentencia:006694-15

Recurso de amparo interpuesto contra LA DIRECTORA GENERAL DE MIGRACIÓN Y EXTRANJERÍA. El recurrente señala que en agosto de dos mil once, fue nombrado, en un puesto de confianza, como Director de la Policía Profesional de Migración. Sin embargo, aduce, de manera irregular y en lesión al derecho a un debido proceso, la Directora General de Migración y Extranjería dispuso no prorrogar su nombramiento de confianza, ello según consta en el oficio número DG-1105-04-2015 del siete de abril de dos mil quince. Comenta que dicha actuación obedece a un tipo de persecución y al hecho de que en su contra se tramita un procedimiento administrativo ordinario de responsabilidad disciplinario por presunto incumplimiento de deberes, generando con ello una perdida objetiva de confianza del servidor. Estima que se han lesionado sus derechos fundamentales. SOBRE EL NOMBRAMIENTO DE FUNCIONARIOS EN PUESTOS DE CONFIANZA, se cita el voto 2211-94. De conformidad con el voto citado, la Sala no encuentra razón alguna para variar el criterio allí vertido. Nótese que el cargo que ocupaba el amparado, corresponde a un puesto de confianza,  existe discrecionalidad de la autoridad accionada para nombrarlo o destituirlo de sus funciones, sin que ello se vea sometido o condicionado a las resultas de un procedimiento administrativo. Se rechaza por el fondo el recurso. 

	TRABAJO
	RESOLUCIÓN DE DESPIDO NO ADVIRTIÓ SOBRE DOBLE INSTANCIA

Expediente:15-005643-0007-CO
Sentencia:7218-15

Recurso de amparo contra el PATRONATO NACIONAL DE LA INFANCIA. Alega la recurrente que en su contra se siguió un procedimiento administrativo disciplinario. Manifiesta que se dispuso despedirlo sin responsabilidad patronal. No obstante, en dicha resolución nunca se le advirtió su derecho a la doble instancia -revocatoria ante el Director Ejecutivo de la Entidad, y apelación ante la Junta Directiva del mismo ente- establecido en el artículo 89 del Reglamento Autónomo de Servicio Publicado en La Gaceta número 239 del catorce de diciembre de dos mil catorce. Estima violentados sus derechos fundamentales. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Jinesta Lobo salvo el voto y declara con lugar el recurso en todos sus extremos. ESTE VOTO SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	TRABAJO
	DESPIDO SIN DEBIDO PROCESO

Expediente:15-003683-0007-CO
Sentencia:007499-15

Recurso de amparo contra el INSTITUTO COSTARRICENSE DE ELECTRICIDAD (ICE). Alega la recurrente que es trabajadora del Instituto recurrido, donde se desempeña en el Área de Seguridad Industrial de la Dirección de Gestión Humana, en la que desde hace algunos años sus jefes superiores, han venido ejerciendo acoso laboral en su contra, lo cual agravó su condición de salud. Alega que mediante fue despedida por una supuesta falta grave, que se cataloga como ausencias injustificadas y se indicó por parte de la autoridad recurrida que incurrió en una renuncia tácita, lo cual ameritó en el pasado la apertura de otras investigaciones. Aduce que esa nota la firmó el Gerente Corporativo de Administración y Finanzas, sin permitirle ejercer sus derechos al debido proceso ni de defensa. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula el oficio 0150-0339-2015 del 9 de marzo de 2015 y se ordena a Claudio Antonio Dittel Rojas y Roberto Chacón Castro, por su orden Gerente Corporativo de Administración y Finanzas y Jefe de la Dirección de Gestión Humana del ICE, o a quienes ocupen tales cargos, que dicten las medidas correspondientes para que la amparada sea reinstalada en su puesto en forma inmediata. Todo lo anterior se dicta con el apercibimiento de que de conformidad con el artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se impondrá pena de prisión de tres meses a dos años o de veinte a sesenta día multa a quien reciba una orden de esta Sala que deba cumplir o hacer cumplir y la inobserve, siempre que el delito no esté más gravemente penado.  Se condena al Instituto Costarricense de Electricidad al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de fundamento a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Notifíquese esta resolución a Claudio Antonio Dittel Rojas y Roberto Chacón Castro, por su orden Gerente Corporativo de Administración y Finanzas y Jefe de la Dirección de Gestión Humana del Instituto Costarricense de Electricidad, o a quienes en su lugar ocupen los cargos, en forma personal. El Magistrado Jinesta Lobo y la Magistrada Hernández López salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	TRABAJO
	PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO CONTRA FUNCIONARIO POR COMENTARIOS EN RED SOCIAL

Expediente:15-005850-0007-CO
Sentencia:7500-15

Recurso de amparo contra la MUNICIPALIDAD DE SAN JOSÉ. Alega el recurrente que publicó en la red social "Facebook", una serie de comentarios negativos sobre la calidad de los jefes del gobierno local y por esa razón se le abrió un procedimiento administrativo, pese a que de sus comentarios no se concluye un ataque personal hacia los recurridos. Estima que los hechos acusados violentan sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso, por vulneración a los artículos 28 y 29 de la Constitución Política. En consecuencia, se anula el procedimiento administrativo tramitado en contra del recurrente por las manifestaciones hechas en su perfil de Facebook el 26 de marzo de 2015. Los Magistrados Armijo Sancho, Rueda Leal y Salazar Alvarado salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN. 

	TRABAJO
	DIVULGACIÓN DE INFORMACIÓN PERSONAL DE FUNCIONARIO

Expediente:15-006204-0007-CO
Sentencia:007783-15

Recurso de amparo contra la Junta de Protección Social. El recurrente reclama el tratamiento inadecuado de sus datos personales por parte de la accionada, en particular, aquellos relacionados con su participación en el protocolo institucional para el manejo de alcoholismo y/o consumo de otras drogas. Acusó que una funcionaria mencionó datos personales en una reunión informal y que se aportaron elementos de su expediente a un proceso judicial. En torno al primer punto -las expresiones realizadas en una reunión informal- el reclamo debe rechazarse por tratarse de materia ajena al conocimiento de esta Sala. Efectivamente, la conducta que supuestamente desplegó dicha persona podría encuadrar en figuras penales, como la divulgación de secretos (artículo 203 de Código Penal) y requiere para su determinación de una actividad probatoria impropia de un proceso sumario como es el amparo. Más aun, las recurridas indicaron que no les constaba el dicho del recurrente en este respecto. En consecuencia, se declara sin lugar el reclamo. 

	TRABAJO
	SE ORDENA OTORGAR A FUNCIONARIO ACCESO A LA INFORMACIÓN QUE CONSTA EN SU COMPUTADORA INSTITUCIONAL PARA SU DEFENSA EN PROCESO ADMINISTRATIVO

Expediente:15-006545-0007-CO
Sentencia:007839-15

Recurso de amparo contra EL INSTITUTO COSTARRICENSE DEL DEPORTE Y LA RECREACIÓN. El recurrente indica que se encuentra separado de su puesto, en atención a una medida cautelar dictada en un procedimiento administrativo seguido en su contra. Aduce que los recurridos procedieron a clausurar su oficina, por lo que solicitó poder acceder a su computadora y otros documentos, con el fin de poder recabar elementos probatorios para poder ejercer adecuadamente su defensa, no obstante, los recurridos se negaron a ello por lo que se le dejó en estado de indefensión. Esta Sala considera que en el caso en estudio, sí existe una lesión a los derechos del amparado, pues el hecho de que se negara a éste el acceso a los elementos probatorios que existían en su computadora, le impidió ejercer en forma adecuada su derecho de defensa, violentando así lo dispuesto por el numeral 39 de la Constitución Política. En ese sentido, si bien los recurridos aducen que el amparado tenía la posibilidad de acceder a su correo institucional por otros medidos distintos al ordenador con el que cuenta en el
ICODER, lo cierto es que dicha justificación no puede ser aceptada, pues tanto en el escrito que presentara el 9 de abril de 2015, como en el recurso de reconsideración que planteara con posterioridad, el investigado aclaró que existían archivos a los que no podía acceder por medio de su correo electrónico, por la autoridad accionada tenía pleno conocimiento de dicha situación, debiendo en su momento adoptar las acciones del caso para que el interesado pudiera obtener los archivos de cita. Finalmente, conviene aclarar que aun y cuando este Tribunal entiende las razones por las cuales se limitó el acceso al amparado a su computadora institucional, lo cierto es que dicha situación no limitaba la
posibilidad de que un funcionario del ICODER vigilara al tutelado al momento en que recabara la información de su interés, o adoptara alguna otra medida de seguridad tendiente a que el amparado pudiera ejercer su derecho de defensa, sin que ello conllevara a que se diera el riesgo de que se alteraran los elementos probatorios existentes Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se anula la resolución de las 9 horas del 24 de abril de 2015 del Órgano Director del procedimiento administrativo seguido contra el recurrente, únicamente en cuanto negó a éste el acceso a la prueba que existía en su computadora institucional, y se retrotrae el procedimiento a ese momento procesal. Se ordena a Alba Quesada Rodríguez, en su calidad de Directora del Instituto Costarricense del Deporte y la Recreación, y a José Luis Ocampo Rojas, en su calidad de Órgano Director del procedimiento seguido contra el amparado, o a quienes ocupen sus cargos, adoptar las medidas correspondientes para que dentro del plazo de DIEZ DÍAS, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se permita al recurrente el acceso a la información que consta en su computadora institucional con el fin de que pueda recabar la información necesaria para su derecho de defensa, pudiendo los recurridos adoptar las medidas de seguridad que estimen pertinentes, para garantizar la protección de los elementos probatorios que existan ahí. 

	
	


	Sentencias relevantes que se encuentran disponibles




LEY DE PENSIONES. RECONOCIMIENTO DE PLUSES SALARIALES EN MONTO DE PENSIÓN.
Expediente: 13-002604-0007-CO

Sentencia: 000394-15

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 5 de la Ley número 7302 del ocho de julio de mil novecientos noventa y dos denominada Ley del Régimen General de Pensiones con cargo al Presupuesto Nacional. Lo anterior, dado que existe un quebrantamiento a lo dispuesto en los artículos 57 y 58, de la Constitución Política, pues se excluye el curso básico policial, grado académico, riesgo policial, disponibilidad y pago de días feriados, para el cálculo de la pensión respectiva. Sobre el tema, se cita el voto 15609-13. En opinión de la mayoría de esta Sala, técnicamente no se podría pretender regular o describir en estas normas, todas las formas posibles de incentivos que los funcionarios públicos reciben cuando llevan a cabo sus funciones. Pero, el meollo del asunto radica en comprender que estas normas tienen una gran capacidad de absorción, como sucede con muchas normas del orden laboral, porque todo el conglomerado estatal contiene muy variadas funciones, por lo que si se ocupara un alto grado de especificidad, la labor legislativa sería casi imposible. Así, basta reconocer que los funcionarios que deben cumplir los diferentes cometidos constitucionales y legales, por lo que se les reconocen rubros salariales que mejoran su retribución, con montos sobre los cuales contribuyen a un fondo de pensiones o para su pensión, implica que, en aras de un contenido mínimo de justicia, deba considerarse la integridad del salario, sobre el cual cotiza, como la base de cálculo de la pensión. La lógica debe ser prístina, si cotiza sobre la suma global de la remuneración, entonces, todos esos rubros que determinaron esa paga, también sirve para el cálculo de la pensión. En este sentido, no se debe hacer diferencia alguna de si se trata de un plus o sobresueldo salarial, porque únicamente interesa que el ingreso al fondo o al Estado sea calculado con base en el monto mensual que por paga de la contraprestación recibe el trabajador. De ahí que la misma lógica ha de aplicarse al jubilado que cotizó sobre un determinado monto, sin distinción alguna. En otras palabras, el legislador, al promulgar las leyes, puede, en efecto, establecer las diferencias en el trato de los gobernados, claro está, dentro de los límites, valores y principios constitucionales aplicables a cada caso. CONCLUSIÓN Y DIMENSIONAMIENTO. Por lo expuesto, debe declararse la inconstitucionalidad, por omisión relativa o parcial, de la frase final del artículo 5, de la Ley General de Pensiones con cargo al Presupuesto Nacional, Ley Nº 7302 y el artículo 15, de su Reglamento, Decreto Ejecutivo Nº 33080-MTSS-H en el sentido de que en ambas normas se deben tener por incluido los rubros salariales “curso básico policial”, “grado académico”, “riesgo policial”, “quinquenio” y “disponibilidad” y “jornada extraordinaria”. Como se ha venido haciendo con las sentencias similares a la que nos ocupa, a la luz de lo dispuesto en el artículo 91, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, procede dimensionar los efectos de esta sentencia en el tiempo con el fin de no causar dislocaciones en el ordenamiento y la justicia y disponer, en ese sentido, que esta omisión debe remediarse a partir de la publicación del primer aviso en el Boletín Judicial acerca de la admisión a trámite de esta acción de inconstitucionalidad. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, debe interpretarse la frase final del artículo 5, de la Ley General de Pensiones con cargo al Presupuesto Nacional, Ley Nº 7302 y el artículo 15, de su Reglamento, Decreto Ejecutivo Nº 33080-MTSS-H, en el sentido de que, en ambas normas, deben tenerse incluidos todos los rubros salariales devengados, sin exclusión alguna, para el cálculo de la pensión y, específicamente, los denominados curso básico policial, grado académico, riesgo policial, quinquenio, disponibilidad y jornada extraordinaria. Esta sentencia tiene efectos declarativos, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Sin embargo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 91, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada surte efectos generales a partir de la publicación del primer aviso en el Boletín Judicial acerca de la admisión a trámite de la presente acción. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, y a la Dirección Nacional de Pensiones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto y declara sin lugar la acción.

VENTAJAS DE INSCRIPCIÓN DE FIDUCIARIOS ANTE LA SUGEF

Expediente: 14-018691-0007-CO

Sentencia: 000145-15

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 8º de la Ley No. 9069: "Ley de Fortalecimiento de la Gestión Tributaria", que reforma el artículo 662 del Código de Comercio.  Según el actor, esta disposición es ilegítima y lesiona el Derecho de la Constitución, en cuanto establece un privilegio infundado con respecto a los fiduciarios que se inscriban ante la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF), en cuanto a la exoneración de impuestos por el traspaso de bienes inmuebles, del cual no disfrutan los fiduciarios que no se inscriben ante esa entidad, todo lo cual constituye una discriminación infundada que vulnera el derecho protegido en el artículo 33 constitucional, así como el principio de proporcionalidad. En este sentido, afirma que con anterioridad a la reforma impugnada la exoneración aplicaba para cualquier fiduciario, con independencia de su inscripción o no ante la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF). Sobre la conformidad con el Derecho de la Constitución del artículo 8º de la Ley No. 9069: "Ley de Fortalecimiento de la Gestión Tributaria", que reforma el artículo 662 del Código de Comercio, se cita el voto 04844-99, en donde la Sala estima que la distinción introducida por el artículo 8º de la Ley No. 9069: "Ley de Fortalecimiento de la Gestión Tributaria", para los fiduciarios que se inscriban ante la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF), que reforma el artículo 662 del Código de Comercio, no es ilegítima ni lesiona el principio de proporcionalidad, así como el derecho protegido en el artículo 33 de la Constitución Política, teniendo en cuenta que en la especie el privilegio persiste, únicamente, para aquellas personas físicas o jurídicas cuya actividad económica se centra en la actividad fiduciaria y por ello se encuentran inscritas ante la SUGEF, no así para quienes ocasionalmente pueden prestar sus servicios como fiduciarios en un determinado negocio jurídico. Con lo cual las situaciones de ambos supuestos no son equiparables y, por ende, resulta idónea, necesaria y proporcionada la distinción comentada. En este sentido, si el recurrente pretende disfrutar de la exoneración, lo que debe hacer es inscribirse ante la SUGEF y, con ello, queda habilitado para tal fin. Se rechaza por el fondo la acción. El Magistrado Rueda Leal salva el voto y ordena dar curso a la acción.-

COMPETENCIA DE LA CONTROLARÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, PARA ORDENAR EN VÍA ADMINISTRATIVA, LA PÉRDIDA TEMPORAL DE UN CARGO PÚBLICO

Expediente: 13-001265-0007-CO 

Sentencia: 001780-15

Acción de inconstitucionalidad contra el inciso c) del artículo 41 de la Ley General de Control Interno, Ley No. 8292.Indican que dicha norma, al establecer la competencia de la Controlaría General de la República, para ordenar en vía administrativa, la pérdida temporal de un cargo público vulnera el artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la jurisprudencia vinculante de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). A partir de ahí, argumentan que el acceso a la función pública es un derecho político que “… engloba tanto el acceso como la permanencia hasta que, en los términos establecidos en la propia Convención, sea posible suprimir este Derecho Político…” . El segundo accionante, impugna el párrafo segundo del artículo 68 de la Ley Orgánica de la CGR y estima que el segundo párrafo es omiso al no establecer quién es el órgano competente para imponer la sanción al Alcalde Municipal, y ello lo hace inconstitucional. Sobre lo planteado, dispone la Sala la declaratoria sin lugar de esta acción, al considerarse que ninguna de las normas impugnadas resulta inconstitucional: A) Dado que, en general, la CGR tiene competencias sancionadoras en contra de los funcionarios municipales, incluidos los de elección popular, (como lo sería el Alcalde Municipal), y ello es acorde a las competencias que constitucionalmente se le han asignado a tal órgano contralor de vigilante de la Hacienda Pública, y con el principio de responsabilidad y el deber de probidad a que están sujetos todos los funcionarios públicos. B) Dado que la CGR tiene potestad sancionadora para imponer la sanción de suspensión de un funcionario de elección popular, el inciso c) del artículo 41 impugnado, no resulta inconstitucional, por cuanto: 1) La sanción de suspensión no es equiparable a la sanción de inhabilitación, ni constituye una pena privativa de derechos; 2) Si la Sala Constitucional ha establecido que es constitucional la inhabilitación temporal para ejercer cargos de la Hacienda Pública como sanción administrativa, con mucha más razón es constitucional la suspensión como sanción administrativa; 3) El derecho de acceso a los cargos públicos (del art.23 de la Convención Americana de Derechos Humanos) no implica la imposibilidad de sancionar a un funcionario público de elección popular en vía administrativa; 4) La norma impugnada es acorde al régimen de responsabilidad de los funcionarios públicos (art.9 y 11 Constitucionales) y con la potestad sancionadora de la CGR; 5) No existe reserva Constitucional en las causales de sanción a un Ejecutivo Municipal; 6) La sanción de suspensión en vía administrativa, puede ser en todo caso revisada en vía contencioso administrativa, y de previo a imponerse se debe seguir un debido proceso; y 7) La jurisprudencia de la Corte citada por el accionante no es aplicable a este caso, pues esta se refiere a la limitación de acceso a un cargo de elección popular, y en este caso no se trata de limitación alguna son de una suspensión como sanción administrativa. Así que la sanción de suspensión, al no ser equiparable a la sanción de inhabilitación, puede ser decretada en vía administrativa, la CGR tiene competencia para imponer dicha sanción a los funcionarios municipales, en cuenta aquellos de elección popular, y ello en nada vulnera ni la Convención Americana de Derechos Humanos, ni la jurisprudencia de la CIDH. C) Dado que, tal como se ha resuelto en resoluciones anteriores (2012-001259 y 2010-016342) no le compete a esta Jurisdicción Constitucional, ni por la vía de amparo, ni por la de acción de inconstitucionalidad, revisar el órgano competente para ejecutar la recomendación de la Contraloría General de la República, máxime que en repetidos pronunciamiento se ha sustentado la constitucionalidad del artículo 68 de la LOCGR. Se declara SIN lugar la acción. El Magistrado Castillo Víquez da razones adicionales. El Magistrado Rueda da razones particulares. El Magistrado Jinesta pone nota.-
ESTABLECIMIENTO DE PORCENTAJES FIJOS PARA LA REALIZACIÓN DE LA REVALUACIÓN DE ACTIVOS PARA EFECTOS DE DECLARACIÓN TRIBUTARIA
Expediente: 14-011800-0007-CO

Sentencia: 000549-15

Acción de inconstitucionalidad contra las Resoluciones 14-96 del 30 de agosto de 1996 y la Resolución 10-97 del 29 de agosto de 1997, ambas emitidas por la Dirección General de Tributación Directa. El eje fundamental de la acción planteada consiste en sostener que el establecimiento de porcentajes fijos para la realización de la revaluación de activos para efectos de declaración tributaria, es contrario a los principios de razonabilidad y capacidad contributiva porque pueden dar como resultado que la base sobre la que se calcula el impuesto resulte más elevada de lo que es en realidad con lo cual se estaría obligando al contribuyente a tributar más allá de los justo según su capacidad. El principal fundamento de este razonamiento radica en señalar que esta Sala ya se pronunció sobre tal cuestión específica y anuló resoluciones relacionadas con otros períodos fiscales y específicamente se mencionan las sentencias 2005-07177, de 15:01 horas del 8 de junio del 2005 que anuló la resolución de Tributación Directa para el período fiscal 1998 y la sentencia 2006-016277 de 14:57 horas del 8 de noviembre de 2006 que hizo lo mismo para un período fiscal anterior, es decir para el correspondiente a 1995.- Ahora se plantea esta acción en contra de las reglas de revaluación aplicables en los períodos fiscales intermedios, es decir, de los años 1996 y 1997, por lo que resulta natural que el contenido de todas las actuaciones discutidas sea muy similar al presente. Señala la Sala que lo expuesto en las sentencias citadas, se refiere en esencia a textos similares pero para períodos diferentes, de modo que, en lo que se refiere al análisis jurídico, las razones son válidas y actuales en tanto que, para este nuevo caso de los períodos intermedios 96 y 97, tanto la Procuraduría y la Tributación Directa, no aportan elementos de juicio que hayan sido dejados de lado en su momento por la Sala, de manera que, al no existir motivos que justifiquen reconsiderar la cuestión, lo procedente acoger la acción planteada en términos similares a los que se impusieron en los antecedentes citados de manera que, concretamente, la resolución número 14-96 debe ser anulada única y exclusivamente en los incisos a), b) y c) del artículo 1, que son los que específicamente regulan el tema respecto del cual reclama la empresa accionante. Por otro lado, en lo que se refiere a la resolución número 10-97, lo procedente es anular el artículo 1 de dicha resolución, de acuerdo a las razones de inconstitucionalidad alegadas, por ser esta disposición la que resulta perjudicial para la empresa accionante, según indica. Por las razones expuestas y con fundamento en los antecedentes específicos de la Sala sobre el punto reclamado, lo procedente es acoger de manera parcial la acción planteada y declarar la nulidad parcial de las resoluciones 14-96 y 10-97 emitidas por la Dirección General de Tributación Directa y en la que se regulan entre otras cosas los porcentajes de revaluación que pueden ser aplicados por los contribuyentes para efectos de reexpresión y ajuste de sus estados financieros.- La inconstitucionalidad se ordena específicamente respecto del artículo 1) incisos a), b) y c), de la resolución 14-96 y el artículo 1 de la resolución número 10-97.- En lo demás aspectos abordados por las resoluciones emitidas por la Administración Tributaria en análisis, al no existir reclamo específico sobre el tema, se declara sin lugar la acción planteada. Se declara parcialmente con lugar la acción planteada y, en consecuencia, se anulan por inconstitucionales las siguientes disposiciones: 1) los incisos a), b) y c) del artículo 1 de la Resolución General de Dirección de Tributación Directa, número 14-96 de las 9 horas del 22 de agosto de 1996; 2) el artículo 1 de la Resolución General de Dirección de Tributación Directa, número 10-97 de las 8 horas del 4 de agosto de 1997. Esta sentencia tiene efecto declarativo y retroactivo a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Comuníquese esta sentencia a los Poderes Legislativo y Ejecutivo. En lo demás, se declara sin lugar la acción. 
PROCEDENCIA DE APREMIO POR BONO ESCOLAR

Expediente: 15-003141-0007-CO 
Sentencia: 006791-15
   
Acción de inconstitucionalidad contra la circular del Consejo Superior del Poder Judicial de Sesión 59-08 del 12 de agosto de 2008, artículo XLII y de su interpretación judicial, en cuanto a la procedencia del apremio por deuda de bono escolar. El accionante pide que se declaren inconstitucionales la circular del Consejo Superior del Poder Judicial de Sesión 59-08 del 12 de agosto de 2008, artículo XLII y su interpretación judicial, en cuanto a la procedencia del apremio por deuda de bono escolar, por considerarlos contrarios a los principios de legalidad y la libertad personal del obligado alimentario, así como los artículos 11, 39 y 41 de la Constitución, así como los derechos humanos reconocidos en nuestro país. El objeto de esta acción ha sido ampliamente discutido ante esta Sala, la cual lo ha considerado conforme con la Constitución y las obligaciones internacionales de Costa Rica en materia de derechos humanos. Reiterada jurisprudencia uniforme ha sostenido que el deudor alimentario debe pagar lo que el accionante denomina “bono escolar”, que se refiere al aporte correspondiente al pago del salario escolar o gastos por educación y, concretamente, de entrada a clase y que puede emplearse la institución del apremio en esos casos (v. entre otras, las sentencias número 2011-017511 y 2009-02614.  Los anteriores antecedentes dan lugar a una desestimatoria ad portas, por razones de fondo, en vista de que el Tribunal no encuentra motivos para variar de criterio, dado que el fundamento del apremio corporal por omisión de pago de las obligaciones relacionadas con los gastos de educación tienen fundamento en los artículos 164 del Código de Familia y el artículo 37 del Código de la Niñez y la Adolescencia, que se trata del derecho vigente, aplicado por esta Sala en su jurisprudencia en materia de apremio. La circular impugnada únicamente orienta a las personas que ejercen la judicatura en la materia, en cuanto a los alcances de la obligación. Así, queda de manifiesto que carece de sustento el argumento del accionante en el sentido de que el apremio sea decretado con fundamento en una circular; es decir, que la acción tiene un punto de partida, desde el punto de vista del fondo del asunto, que resulta falaz. Se rechaza por el fondo la acción.
CONVENCIÓN COLECTIVA DEL BANCO POPULAR. INTERPRETACIÓN SOBRE EL PAGO SEMANAL

Expediente: 13-005400-0007-CO 
Sentencia: 006789-15
Acción de inconstitucionalidad contra la jurisprudencia de la Sala Segunda en relación con el artículo 42 de la IV Reforma a la Tercera Convención Colectiva de Trabajo y 35 de la Cuarta Convención Colectiva de Trabajo del Banco Popular y de Desarrollo Comunal. En este sentido, el juez ordinario concluye que el Banco demandado procedió “… a modificar su escala salarial para transformar las remuneraciones mensuales en semanales, para lo cual dividió los salarios antes previstos entre cuatro y no entre cuatro punto treinta y tres”, lo que, en efecto, produciría un salario mensual menor en perjuicio del trabajador.  Es decir, en el criterio de la Sala de Casación el Banco Popular y de Desarrollo Comunal cumple con los términos de la Convención Colectiva, y que el Sindicato interesado no demostró sus argumentaciones en contrario. Para determinar lo anterior, detalla en su razonamiento todos los hechos que le merecen la convicción y certeza para dar fundamento a esa reiterada conclusión judicial.  El Tribunal Constitucional debe establecer si los efectos de la línea interpretativa o disposición jurisprudencial lesiona los derechos constitucionales y los contenidos en los tratados internacionales de los derechos humanos, que se resume en aceptar que se realizó la modificación salarial en 1985, donde los salarios mensuales se multiplicaron por doce y se dividió por cincuenta y dos semanas, sigue cumpliendo con la negociación sindical. La discusión radica en la forma de interpretación y aplicación de la norma, y no de la norma en sí misma. En este caso concreto, señala la Sala que no revisar cuando hay desacuerdo en la forma cómo se resolvió el asunto, porque, es desfavorable a los intereses de una de las partes, sino únicamente cuando se crea una regla de Derecho contraria al Derecho de la Constitución, o que han llegado a una conclusión irrazonable que lesiona aquella, de manera que el juez constitucional debe ejercer una acción correctiva de la jurisprudencia a la luz del artículo 13 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional.  Siempre debe identificar un área de interpretación y aplicación que hace plausible la conclusión, aunque existan dos o mas interpretaciones de la norma que apunten o produzcan efectos diferenciados entre sí, cuando éstos deberían ser posibles o haberse tenido como posibles por parte de los operadores jurídicos, dentro de un marco normativo interpretado razonablemente. La Sala Constitucional debe intervenir en aquellos casos en los que hay temas de relevancia constitucional, no de mera interpretación de las leyes, disposiciones reglamentarias, entre otros. La parte accionante debe demostrar que la jurisprudencia reiterada de los Tribunales Superiores o de las Salas de Casación es omisa en respetar el Derecho de la Constitución y los principios de razonabilidad y proporcionalidad, lo que implica –para los accionantes- un ejercicio activo de los derechos y libertades constitucionales. Dicho de otra manera, la única forma en la que el Juez Constitucional puede aceptar la inconstitucionalidad de una jurisprudencia es porque produce consecuencias inconstitucionales que afectan el Derecho de la Constitución o simplemente por mera irrazonabilidad, la que, en todo caso, no puede estar por encima de la Constitución Política. En este supuesto, la regla de derecho debe eliminarse por inconstitucional; si se encuentra dentro de un margen de interpretación y aplicación razonable, la Sala Constitucional debe abstenerse de pronunciarse en uno o varios sentidos por el respeto a la independencia judicial, y porque no es una instancia más dentro de la jurisdicción ordinaria. Por todo lo expuesto, se declara sin lugar la acción.  Se declara sin lugar la acción.  El magistrado Salazar Alvarado pone nota.  
SANCIONES ADMINISTRATIVAS Y PENALES A VENDEDORES DE LOTERÍA

Expediente: 15-006097-0007-CO 
Sentencia: 006817-15
Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 19 de la Ley No. 7395, Ley de Loterías, y los artículos 132 y 135 del Decreto Ejecutivo No. 28529-MTSS-MP de 14 de marzo de 2000, Reglamento a la Ley de Loterías. Reclama la actora la inconstitucionalidad de la norma impugnada, en la medida en que le ha servido a la Junta de Protección Social para imponerle una sanción administrativa, pese a que el delito que prevé dicha norma ya ha sido derogado en virtud de la entrada en vigencia de la Ley No. 7472, Ley de la Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor. Al respecto, y tras analizar la norma impugnada, la Sala aprecia que estipula dos tipos de sanciones y responsabilidades, una penal y otra administrativa, para “las personas que ofrezcan o vendan loterías de cualquier clase, a precios superiores a los fijados oficialmente por la Junta”. De esta forma, con independencia de si la responsabilidad penal ha sido derogada o no en razón de la entrada en vigor de la Ley No. 7472, Ley de la Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, punto sobre el cual en esta oportunidad se omite todo pronunciamiento, la Sala sí considera aún que está vigente la responsabilidad administrativa, al disponer que: “Si el delito es cometido por un adjudicatario, este perderá su adjudicación, sin perjuicio de las sanciones previstas en la Ley mencionada en este artículo”, con lo cual no se observa ningún vicio de inconstitucionalidad en el texto cuestionado, ni en la imposición de la sanción administrativa a la actora. (Se cita el voto 6197-95).  Por otra parte, alega el actor la violación del principio de reserva de ley, así como del principio de legalidad, pues estima la actora que las disposiciones impugnadas regulan y establecen sanciones administrativas que solo pueden ser emitidas mediante normas con rango de ley. Al respecto, y de indudable rango constitucional, el principio de reserva legal implica que determinadas materias deben ser reguladas por norma legislativa, con el fin de que sea directamente el órgano conformado por los representantes populares quien siente las pautas en temas que se consideran prioritarios para la convivencia social. No obstante, la Sala ha mantenido que no se trata de una reserva absoluta, sino que lo que es constitucionalmente indispensable es que las bases y líneas centrales de regulación descansen en disposiciones de carácter legal. Lo anterior es particularmente cierto en la materia de responsabilidad disciplinaria y administrativa, donde resulta imposible que el Legislador prevea todas las faltas en que se puede incurrir en una actividad concreta y que justifican una sanción (véase al efecto la sentencia No. 2014-3036 de las 14:30 hrs. de 5 de marzo de 2014). Tal es el caso de las normas impugnadas, las cuales prevén, la primera, una obligación con respecto a los vendedores de lotería de abstenerse en cualquier momento mientras realicen labores de venta al público consumidor o bien, se encuentren realizando cualquier trámite en las instalaciones de la Junta, de emplear lenguaje, gestos y actitudes vulgares, groseros, o que por las circunstancias se consideren indebidos de modo que ofendan el pudor, la moral, las buenas costumbres y/o perjudiquen la prestación del servicio y, la segunda, faculta a la Junta de Protección Social de San José para establecer, por medio de la Comisión de Comparecencias, los procedimientos administrativos correspondientes a efecto de determinar las sanciones que correspondan, las cuales de conformidad con la normativa vigente en la materia, y según sea la gravedad de la falta cometida, pueden ir desde la suspensión temporal, hasta la cancelación definitiva de la adjudicación de su cuota de lotería. Se rechaza por el fondo la acción.-
	· Partes dispositivas de asuntos de constitucionalidad (votadas por el fondo)



	POR TANTO
	RESUMEN

	Se rechaza por el fondo la acción en cuanto se dirige contra los artículos 95, 102, 103, 104, 106 y 107 del Código Electoral, Ley No. 8765 de 2 de septiembre de 2009. En lo demás se rechaza de plano la acción.-
	LIQUIDACIÓN DE FONDOS A LOS PARTIDOS POLÍTICOS SIN INTERVENCIÓN DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

Expediente:15-004558-0007-CO
Sentencia:006343-15

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 95, 102, 103, 104, 106 y 107 del Código Electoral, Ley No. 8765 de 2 de septiembre de 2009, así como los artículos 2, 7, 11, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 41 y 42 de la Sección VIII (De las liquidaciones de los gastos de los partidos políticos), del Capítulo II (De la Contribución Especial); los artículos 43, 44, 45 y 46 de la Sección IX (De los Requisitos Generales de Admisibilidad) del Capítulo II (De la Contribución Estatal); los artículos 69, 70, 71, 72, 73, 74, 75 y 76 de la Sección XIII (De la Evaluación y Aprobación de los Gastos), del Capítulo II (De la Contribución Estatal), todos ellos, del Reglamento sobre el financiamiento de los partidos políticos, según decreto del Tribunal Supremo de Elecciones No. 17-2009, acuerdo tomado en sesión ordinaria No. 105-2009 de 15 de octubre de 2009, y el artículo 96 inciso 4) de la Constitución Política, según reforma efectuada mediante la Ley No. 2036 de 18 de julio de 1956. Básicamente, el actor considera que dichas disposiciones son inconstitucionales, en la medida en que invaden las competencias que atañen con exclusividad a la Contraloría General de la República, quien debería ser el órgano que por fuerza de la propia Constitución Política, y su ley orgánica, liquide los presupuestos de los fondos públicos relativos a los gastos de los partidos políticos, y no así el Tribunal Supremo de Elecciones, como se ha producido a partir de lo dispuesto en las normas impugnadas. Acerca de la conformidad a la Constitución Política de los artículos 95, 102, 103, 104, 106 y 107 del Código Electoral, Ley No. 8765 de 2 de septiembre de 2009, es un punto que ya ha sido analizado por el Tribunal Constitucional en la sentencia No. 2013-15343. En dicha ocasión la Sala consideró que las competencias que al efecto disfruta el Tribunal Supremo de Elecciones sobre la liquidación de los gastos de los partidos políticos no son inconstitucionales, por lo que corresponde es el rechazo por el fondo de este asunto. En cuanto a las normas reglamentarias, considerando que el contenido del Reglamento impugnado es expresión de la labor exclusiva del TSE en materia electoral, como así lo evidencia el mismo artículo 96 inciso 4) de la Constitución Política (véase al respecto la sentencia No. 2013-15343 de las 16:30 hrs. de 20 de noviembre de 2013), la presente acción resulta inadmisible respecto a dicho extremo, conforme a los artículos 102.3 constitucional y 74 de la Ley de esta Jurisdicción. Finalmente, en cuanto al cuestionamiento del artículo 96 inciso 4) de la Constitución Política. Sobre el particular, aunque el inciso ch) del artículo 73 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional permite plantear una acción de inconstitucionalidad contra una reforma constitucional, como lo es el presente caso, lo autoriza en la medida en que se apruebe “con violación de las normas constitucionales de procedimiento”, no así por razones de fondo, las cuales son las que en esta ocasión utiliza el actor con respecto a la posible vulneración de los artículos 183 y 184 constitucionales y las competencias que sobre el manejo de la Hacienda Pública ostenta la Contraloría General de la República. Por este motivo la presente acción es inadmisible en lo que a este punto corresponde, teniendo en cuenta lo dicho por la Sala Constitucional en la sentencia No. 5596-99 de las 18:33 hrs. de 20 de julio de 1999, en el sentido que: “Sí podría la Sala, y en ello no hay nada excepcional, declarar la inconformidad de un artículo de la Constitución que ha sido objeto de una reforma, por vía del señalamiento de vicios en la ley que operó la modificación. Pero nótese que, en este caso, lo atacado sería ésta última y no la norma fundamental en sí misma”. Por consiguiente, lo procedente es el rechazo de plano de la acción en lo que atañe a este punto. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto se dirige contra los artículos 95, 102, 103, 104, 106 y 107 del Código Electoral, Ley No. 8765 de 2 de septiembre de 2009. En lo demás se rechaza de plano la acción.

	Se rechaza por el fondo la acción.-
	ZONA MARÍTIMO TERRESTRE

Expediente:15-005325-0007-CO
Sentencia:006347-15

Acción de inconstitucionalidad contra la ley número 65 de 1888. El accionante considera contraria al artículo 45 de la Constitución Política, en la medida en que las limitaciones a la propiedad establecidas en esa norma dejan al propietario sin la posibilidad de darle uso alguno. Señala la Sala que el tema planteado ya ha sido objeto del análisis de esta Sala y del reconocimiento de la constitucionalidad de la norma impugnada, mediante sentencia 12109-08, de donde se desprende que este Tribunal ha reconocido la conformidad con la Constitución de la Ley No. 65 de 1888 y ha ordenado al Estado la adopción de medidas concretas para su cumplimiento. En el caso del representado del accionante, la vía para el reclamo de sus derechos es la que está utilizando, en la sede ordinaria contencioso administrativa, en el evento de que en esa jurisdicción se le reconozca el derecho a una indemnización. Su reclamo es, estricto sensu, una cuestión de legalidad ordinaria. Se rechaza por el fondo la acción.

	Sentencia 2015 - 006655. Expediente 13-003585-0007-CO. A las once horas con cuarenta y Un minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra ARTÍCULO 18 INCISO D) LEY 7794 CÓDIGO MUNICIPAL ARTÍCULOS 68 Y 73 LEY ORGÁNICA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA Y ARTÍCULO 103 CONSTITUCIÓN POLÍTICA. Se rechaza de plano la acción con respecto a los artículos 68, de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y 103, de la Constitución Política. En lo demás, se declara sin lugar. Los Magistrados Hernández López y Estrada Navas salvan el voto y declaran con lugar la acción en el sentido de que los artículos 73, de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y 18, del Código Municipal, no resultan aplicables para la cancelación de credenciales de funcionarios de elección popular, ya que es materia de reserva constitucional. El Magistrado Castillo Víquez da razones adicionales.-
	CANCELACIÓN DE CREDENCIALES DE ALCALDE MUNICIPAL

Expediente:13-003585-0007-CO
Sentencia:006655-15


Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 103 de la Constitución Política, el artículo 18 inciso d) del Código Municipal. Ley No. 7794 del 30 de abril de 1998 y los artículos 68 y 73 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República. Ley No.7428 del 04-11-1994. Las normas citadas se impugnan en cuanto por resolución 6673-M-2011 el Tribunal Supremo de Elecciones acogió la recomendación vinculante de la Procuraduría General de la República, en el sentido de cancelar las credenciales del accionante como Alcalde del cantón de Atenas, para el período 2010-2016, a pesar de que el acto del que se le acusó ocurrió durante el período 2007-2011. Alega que la cancelación de sus credenciales como funcionario de elección popular resultaría únicamente ajustada a derecho si se hubiera realizado por medio de un proceso judicial, donde mediaran jueces competentes, con todas las garantías procesales, y en el cual se dicte sentencia judicial firme; sin embargo, al haberse dado de la forma descrita con fundamento en la normativa impugnada, se lesiona el numeral 23.2 de la Convención Americana de Derechos Humanos. Considera que al imponérsele una sanción que limita un derecho fundamental, ésta debe emanar de un órgano jurisdiccional, y no de uno administrativo. Alega que también se lesionan los derechos de la ciudadanía, ya que se les priva del gobernante que democráticamente eligieron, lo cual considera transgrede el artículo 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Agrega que el acto administrativo de la CGR que faculta las normas impugnadas, lesiona derechos humanos y derechos fundamentales, provocando una alteración grave en el ordenamiento jurídico administrativo y constitucional, así como al ordenamiento jurídico internacional. En cuanto al numeral 103 de la Constitución Política, considera que lo ahí dispuesto lesiona los incisos 1 y 2 (h) del artículo 8 de la Convención Interamericana de Derechos Humanos, que reconoce el principio de doble instancia, que debe ser aplicado en todas las materias, por lo que la imposibilidad de recurrir la resolución del TSE que lo sancionó afecta sus derechos fundamentales de acceso a la justicia, protección y garantía judicial, así como el principio del debido proceso, y vulnera el ordenamiento jurídico internacional.  Solicita que se declare con lugar la acción, y se anule la normativa impugnada. En este caso se resuelve los siguiente: a) Se rechaza de plano la acción de inconstitucionalidad contra los artículos 68, de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y 103, de la Constitución Política.  b) En lo demás, se declaró sin lugar. Los magistrados rechazaron de plano la acción, respecto de esos dos artículos, debido a que el accionante no invocó, en el asunto base, la inconstitucionalidad de los mismos. c) En cuanto al artículo 73, de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, la Sala reiteró el criterio jurisprudencial de que ese órgano contralor no impone la pérdida de credenciales de los Alcaldes Municipales, por cuanto esa es una competencia exclusiva del Tribunal Supremo de Elecciones, tal y como aconteció en el caso de estudio.  d) La Contraloría General, por disposición constitucional, instruye y realiza el procedimiento sancionatorio de los funcionarios que reciben, custodian, pagan o administran valores o bienes del Estado, según la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, a fin de determinar si procede o no la anulación o cancelación de credenciales, previo cumplimiento del debido proceso. e) Finalmente, en cuando al artículo 18, inciso d), del Código Municipal, los magistrados consideraron que no contempla una sanción que suspenda a la persona su derecho particular a participar en la vida social y política de la Nación, específicamente, los derechos de ciudadanía (participación política, sufragio activo, entre otros). f) Los magistrados Hernández López y Estrada Navas salvaron el voto y declararon con lugar la acción en el sentido de que los artículos 73, de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y 18, del Código Municipal, no resultan aplicables para la cancelación de credenciales de funcionarios de elección popular, ya que es materia de reserva constitucional. El magistrado Castillo Víquez da razones adicionales. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	Sentencia 2015 - 006840. Expediente 11-012361-0007-CO. A las once horas con treinta y un minutos. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 1,4,5 y 20 del Reglamento que Regula la Relación del Residente y su Compromiso como Especialista en Ciencias de la Salud con la C.C.S.S por medio del Sistema de Estudios de Posgrados De La UCR. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad y se declara inconstitucional la omisión de la Caja Costarricense de Seguro Social de suscribir acuerdos con las universidades privadas que se encuentren en capacidad, de acuerdo con el ordenamiento jurídico vigente, de ofrecer un posgrado en la carrera de medicina para regular las relaciones entre los residentes y su compromiso como eventuales especialistas de esa entidad. Se le ordena a la Caja Costarricense de Seguro Social que en un plazo razonable que no exceda de seis meses proceda, a instancia expresa de las universidades privadas que así lo requieran, siempre que reúnan las condiciones de acuerdo con el ordenamiento jurídico vigente para ofrecer un posgrado en la carrera de medicina, suscribir los acuerdos bajo los mismos términos con que negoció el que mantiene con la Universidad de Costa Rica sin imponer requisitos diferentes. Notifíquese. Comuníquese a la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar la acción de inconstitucionalidad. El Magistrado Rueda da razones diferentes para el sin lugar. El Magistrado Castillo pone nota, en el sentido que la orden impuesta a la Caja Costarricense de Seguro Social debe cumplirse cuando las necesidades del servicio así lo exijan. 
	LIMITAN A UNIVERSIDADES PRIVADAS  IMPARTIR ESPECIALIDADES MÉDICAS

Expediente:11-012361-0007-CO
Sentencia:006840-15

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 1,4,5 y 20 del Reglamento que Regula la Relación del Residente y su Compromiso como Especialista en Ciencias de la Salud con la C.C.S.S por medio del Sistema de Estudios de Posgrados De La UCR. Las normas se impugnan en cuanto a la discriminación evidente y manifiesta respecto de las universidades privadas, ya que por una parte se autoriza de pleno derecho el funcionamiento de los posgrados médicos de la UCR, y por otra se discriminan abiertamente las universidades privadas que tengan Escuelas de Medicina, al exigirles como requisito previo a la celebración de convenios con la Caja Costarricense de Seguro Social, la valoración de costos y estudios técnicos, además de un estudio de mercado sobre la demanda de especialidades médicas. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad y se declara inconstitucional la omisión de la Caja Costarricense de Seguro Social de suscribir acuerdos con las universidades privadas que se encuentren en capacidad, de acuerdo con el ordenamiento jurídico vigente, de ofrecer un posgrado en la carrera de medicina para regular las relaciones entre los residentes y su compromiso como eventuales especialistas de esa entidad. Se le ordena a la Caja Costarricense de Seguro Social que en un plazo razonable que no exceda de seis meses proceda, a instancia expresa de las universidades privadas que así lo requieran, siempre que reúnan las condiciones de acuerdo con el ordenamiento jurídico vigente para ofrecer un posgrado en la carrera de medicina, suscribir los acuerdos bajo los mismos términos con que negoció el que mantiene con la Universidad de Costa Rica sin imponer requisitos diferentes. Notifíquese. Comuníquese a la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar la acción de inconstitucionalidad. El Magistrado Rueda da razones diferentes para el sin lugar. El Magistrado Castillo pone nota, en el sentido que la orden impuesta a la Caja Costarricense de Seguro Social debe cumplirse cuando las necesidades del servicio así lo exijan. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	Sentencia 2015 - 006791. Expediente 15-003141-0007-CO. A las nueve horas con cinco minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra la circular del Consejo Superior del Poder Judicial, realizada en sesión número 59-08 del 12 de agosto del 2008, artículo XLII y jurisprudencia de los juzgados de pensiones alimentarias. Se rechaza por el fondo la acción. 
	SALARIO ESCOLAR


Expediente:15-03141-0007-CO
Sentencia:006791-15 

Acción de inconstitucionalidad contra la circular del Consejo Superior del Poder Judicial, realizada en sesión número 59-08 del 12 de agosto del 2008, artículo XLII y jurisprudencia de los juzgados de pensiones alimentarias, que disponen el apremio corporal por el no pago de la cuota alimentaria correspondiente al salario escolar, en la medida que imponen la restricción a la libertad personal sin que existe disposición legal expresa que lo faculte. Señala la Sala que el objeto de esta acción ha sido ampliamente discutido ante esta Sala, la cual lo ha considerado conforme con la Constitución y las obligaciones internacionales de Costa Rica en materia de derechos humanos. Reiterada jurisprudencia uniforme ha sostenido que el deudor alimentario debe pagar lo que el accionante denomina “bono escolar”, que se refiere al aporte correspondiente al pago del salario escolar o gastos por educación y, concretamente, de entrada a clase y que puede emplearse la institución del apremio en esos casos (v. entre otras, las sentencias número 2011017511 y 200902614). En efecto, en muchas sentencias, para rechazar los reclamos por apremios decretados por la omisión del pago del salario escolar, la Sala ha aplicado lo dispuesto en el numeral 164 del Código de Familia y el artículo 37 del Código de la Niñez y la Adolescencia. En vista de que no hay motivos para cambiar de criterio, se dispone rechazar por el fondo la acción. 

	Sentencia 2015 - 006817. Expediente 15-006097-0007-CO. A las nueve horas con cinco minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra el artículo 19 de la Ley de Loterías, y el artículo 135 del Reglamento a la Ley de Loterías. Se rechaza por el fondo la acción.-
	PERDIDA DE LA ADJUDICACIÓN DE LA VENTA DE LOTERÍA

Expediente:15-006097-0007-CO
Sentencia:006817-15 

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 19 de la Ley de Loterías, y el artículo 135 del Reglamento a la Ley de Loterías. Las normas cuestionadas, disponen la pérdida de la adjudicación para la venta de lotería,  al vendedor que expenda la misma a un precio superior al fijado oficialmente. Aduce que las normas impugnadas contravienen el artículo 39 de la Constitución, en la medida que refieren a una sanción contemplada en una ley que ya fue derogada (Ley de Protección al Consumidor). En este caso, la Sala no acredita en el caso presente ninguna infracción de los principios de legalidad ni de reserva de ley a propósito de las normas impugnadas. Es claro que dichas normas tienen un contenido razonable, en cuanto regulan el comportamiento del vendedor de lotería frente al particular (el consumidor) y frente a la institución, en todo lo cual no se observa ninguna irregularidad, que justifique la intervención de la Sala. Ninguna situación ilegítima se constata en el caso presente a partir del texto de las normas cuestionadas, motivo por el cual también se debe denegar la acción en lo que a este extremo corresponde.

	Sentencia 2015 - 006789. Expediente 13-005400-0007-CO. A las nueve horas con cinco minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD CONTRA JURISPRUDENCIA DE LA SALA SEGUNDA EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 42 DE LA IV REFORMA A LA TERCERA CONVENCIÓN COLECTIVA DE TRABAJO Y 35 DE LA CUARTA CONVENCIÓN COLECTIVA DE TRABAJO. Se declara sin lugar la acción. El magistrado Salazar Alvarado pone nota. 
	CONVENCIÓN COLECTIVA DEL BANCO POPULAR. INTERPRETACIÓN SOBRE EL PAGO SEMANAL

Expediente: 13-005400-0007-CO 
Sentencia: 006789-15
Acción de inconstitucionalidad contra la jurisprudencia de la Sala Segunda en relación con el artículo 42 de la IV Reforma a la Tercera Convención Colectiva de Trabajo y 35 de la Cuarta Convención Colectiva de Trabajo del Banco Popular y de Desarrollo Comunal. En este sentido, el juez ordinario concluye que el Banco demandado procedió “… a modificar su escala salarial para transformar las remuneraciones mensuales en semanales, para lo cual dividió los salarios antes previstos entre cuatro y no entre cuatro punto treinta y tres”, lo que, en efecto, produciría un salario mensual menor en perjuicio del trabajador.  Es decir, en el criterio de la Sala de Casación el Banco Popular y de Desarrollo Comunal cumple con los términos de la Convención Colectiva, y que el Sindicato interesado no demostró sus argumentaciones en contrario. Para determinar lo anterior, detalla en su razonamiento todos los hechos que le merecen la convicción y certeza para dar fundamento a esa reiterada conclusión judicial.  El Tribunal Constitucional debe establecer si los efectos de la línea interpretativa o disposición jurisprudencial lesiona los derechos constitucionales y los contenidos en los tratados internacionales de los derechos humanos, que se resume en aceptar que se realizó la modificación salarial en 1985, donde los salarios mensuales se multiplicaron por doce y se dividió por cincuenta y dos semanas, sigue cumpliendo con la negociación sindical. La discusión radica en la forma de interpretación y aplicación de la norma, y no de la norma en sí misma. En este caso concreto, señala la Sala que no revisar cuando hay desacuerdo en la forma cómo se resolvió el asunto, porque, es desfavorable a los intereses de una de las partes, sino únicamente cuando se crea una regla de Derecho contraria al Derecho de la Constitución, o que han llegado a una conclusión irrazonable que lesiona aquella, de manera que el juez constitucional debe ejercer una acción correctiva de la jurisprudencia a la luz del artículo 13 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional.  Siempre debe identificar un área de interpretación y aplicación que hace plausible la conclusión, aunque existan dos o mas interpretaciones de la norma que apunten o produzcan efectos diferenciados entre sí, cuando éstos deberían ser posibles o haberse tenido como posibles por parte de los operadores jurídicos, dentro de un marco normativo interpretado razonablemente. La Sala Constitucional debe intervenir en aquellos casos en los que hay temas de relevancia constitucional, no de mera interpretación de las leyes, disposiciones reglamentarias, entre otros. La parte accionante debe demostrar que la jurisprudencia reiterada de los Tribunales Superiores o de las Salas de Casación es omisa en respetar el Derecho de la Constitución y los principios de razonabilidad y proporcionalidad, lo que implica –para los accionantes- un ejercicio activo de los derechos y libertades constitucionales. Dicho de otra manera, la única forma en la que el Juez Constitucional puede aceptar la inconstitucionalidad de una jurisprudencia es porque produce consecuencias inconstitucionales que afectan el Derecho de la Constitución o simplemente por mera irrazonabilidad, la que, en todo caso, no puede estar por encima de la Constitución Política. En este supuesto, la regla de derecho debe eliminarse por inconstitucional; si se encuentra dentro de un margen de interpretación y aplicación razonable, la Sala Constitucional debe abstenerse de pronunciarse en uno o varios sentidos por el respeto a la independencia judicial, y porque no es una instancia más dentro de la jurisdicción ordinaria. Por todo lo expuesto, se declara sin lugar la acción.  Se declara sin lugar la acción.  El magistrado Salazar Alvarado pone nota.  


	Sentencia 2015 - 006839. Expediente 15-001751-0007-CO. A las once horas con treinta minutos. Consulta judicial planteada por el pleno de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, respecto de si la inmunidad prevista para los miembros de los Supremos Poderes, según lo dispuesto en el artículo 391 del Código Penal, en relación con los artículos 101, 121, 151, 165 y 183 de la Constitución Política,  alcanza también al jerarca de la Procuraduría General de la República, ya que la inmunidad de esta figura se reconoce por mandato del artículo 9 de la Ley Orgánica de la Procuraduría, y no por mandato constitucional. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que los artículos 9 párrafo final y 12 de Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, número 6815 del 27 de setiembre de 1982, resultan violatorio del Derecho de la Constitución y por ello se declaran inconstitucionales, pero única y exclusivamente en cuanto atribuyen al Procurador General y al Procurador General Adjunto las inmunidades y prerrogativas de los miembros de los Supremos Poderes.-. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de los asuntos resueltos con autoridad de cosa juzgada material o situaciones jurídicas consolidadas. Comuníquese este pronunciamiento al Directorio de la Asamblea Legislativa. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese 
	INMUNIDAD DE LA PROCURADORA GENERAL DE LA REPÚBLICA


Expediente:15-001751-0007-CO
Sentencia:006839-15

Consulta Judicial planteada por el pleno de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, respecto de si la inmunidad prevista para los miembros de los Supremos Poderes, según lo dispuesto en el artículo 391 del Código Penal, en relación con los artículos 101, 121, 151, 165 y 183 de la Constitución Política,  alcanza también al jerarca de la Procuraduría General de la República, ya que la inmunidad de esta figura se reconoce por mandato del artículo 9 de la Ley Orgánica de la Procuraduría, y no por mandato constitucional, sin que a la fecha esta Sala se haya pronunciado de manera expresa respecto del reconocimiento de inmunidad para este cargo. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que los artículos 9 párrafo final y 12 de Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, número 6815 del 27 de setiembre de 1982, resultan violatorio del Derecho de la Constitución y por ello se declaran inconstitucionales, pero única y exclusivamente en cuanto atribuyen al Procurador General y al Procurador General Adjunto las inmunidades y prerrogativas de los miembros de los Supremos Poderes.-. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de los asuntos resueltos con autoridad de cosa juzgada material o situaciones jurídicas consolidadas. Comuníquese este pronunciamiento al Directorio de la Asamblea Legislativa. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN

	Se rechaza por el fondo la acción.-
	LEY DE INCENTIVOS MÉDICOS

Expediente:15-005737-0007-CO
Sentencia:007219-15

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 23 de la Ley de Incentivos a los Profesionales en Ciencias Médicas, ley 6836. Se cuestiona la norma, por disponer los salarios mínimos de los médicos del sector privado, sin haber consultado dicha definición con las organizaciones de empleadores y trabajadores del sector privado. Se rechaza por el fondo la acción. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN. 

	Se declara sin lugar la acción. El magistrado Armijo Sancho salva el voto y rechaza de plano la acción.
El magistrado Jinesta Lobo pone nota. El magistrado Cruz Castro da razones adicionales.
El magistrado Salazar Alvarado pone nota. Notifíquese a las partes.
	CONVENCIÓN COLECTIVA DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN

Expediente:14-019433-0007-CO
Sentencia:007221-15

Acción de inconstitucionalidad contra la Convención Colectiva del Ministerio de Educación Pública, del 6 de abril de 2014, por estimarla contraria a los artículos 191 y 192 de la Constitución Política.
La norma se impugna por cuanto genera una exclusión de los servidores públicos, de las reglas que informan el derecho colectivo del trabajo que los sujeta a una relación especial de empleo público -relación estatutaria-. Alega que el régimen de empleo público establecido en los artículos 191 y 192 de la Constitución Política presenta varios atributos que lo distinguen del régimen laboral ordinario, como por ejemplo, la indisponibilidad de las partes del término de la relación y la imposibilidad de las partes de convenir entre ellas las condiciones de la relación. En virtud de que la relación de empleo público se rige por el principio de legalidad, existe una imposibilidad de pactar, a través de una convención colectiva, los derechos y obligaciones de la relación de empleo. Asimismo, menciona que según la jurisprudencia de este Tribunal, la sola idea de la negociación como medio idóneo para revisar y aprobar las condiciones del empleo público, riñe con los postulados esenciales de la organización del Estado, que en este campo se introdujeron en los artículos 191 y 192 constitucionales. Del mismo modo, comenta que la Procuraduría General de la República en reiterados pronunciamientos y dictámenes al respecto, ha sostenido que no existe fundamento jurídico para celebrar convenciones colectivas en el sector público, salvo la excepción hecha en relación con obreros o trabajadores de empresas o servicios económicos del Estado. Igualmente, a criterio del accionante, a la luz del principio de legalidad e indisponibilidad de la relación de empelo público, las condiciones de la relación en este régimen son determinadas por normas y no pueden ser convenidas por las partes mediante contratos individuales o colectivos. Cita la sentencia 4453-2000, en la que esta Sala dispuso que “el servidor del régimen de empleo público se encuentra en relación a la Administración, en un estado de sujeción; ella puede imponer unilateralmente las condiciones de la organización y prestación del servicio para garantizar el bien público, lo que elimina la imposibilidad de que la relación sea considerada desde una perspectiva de equivalencia de derechos susceptible de negociación entre las partes”. Concluye exponiendo que el constituyente realizó con la aprobación del artículo 191 y 192 del texto fundamental, una clara diferenciación entre el sector público y privado, que hacen que exista un impedimento constitucional para que las instituciones públicas, como el Ministerio de Educación Pública, en este caso, puedan celebrar convenciones colectivas. Por todo lo anterior, solicita se declare la inconstitucionalidad de la Convención Colectiva del Ministerio de Educación Pública de 6 de abril de 2013. Se declara sin lugar la acción. El magistrado Armijo Sancho salva el voto y rechaza de plano la acción.
El magistrado Jinesta Lobo pone nota. El magistrado Cruz Castro da razones adicionales.
El magistrado Salazar Alvarado pone nota. Notifíquese a las partes. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	Sentencia 2015 - 007174. Expediente 15-006564-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. CONSULTA LEGISLATIVA. DIRECTORIO DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA en lo referente a APROBACION TRATADO ENTRE LA REPUBLICA DE COSTA RICA Y LA REPUBLICA FEDERATIVA DE BRASIL SOBRE COOPERACION JURIDICA INTERNACIONAL EN MATERIA CIVIL. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que en el proyecto de "Aprobación del Acuerdo entre la República de Costa Rica y la República Federativa de Brasil sobre cooperación jurídica en materia Civil", expediente legislativo número 18262 no se observan infracciones de fondo o de procedimiento a las normas y principios constitucionales.-
	COOPERACIÓN JURÍDICA INTERNACIONAL EN MATERIA CIVIL.



Expediente:15-006564-0007-CO
Sentencia:007174-15

Consulta Legislativa Preceptiva referente a la Aprobación del Tratado entre la República de Costa Rica y la República Federativa de Brasil sobre Cooperación Jurídica Internacional en Materia Civil. Expediente Legislativo No. 18.262. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que en el proyecto de "Aprobación del Acuerdo entre la República de Costa Rica y la República Federativa de Brasil sobre cooperación jurídica en materia Civil", expediente legislativo número 18262 no se observan infracciones de fondo o de procedimiento a las normas y principios constitucionales. El proyecto pretende establecer lo que la doctrina denomina un instrumento de colaboración jurídica que cubra los tres niveles posibles, llegando hasta el establecimiento de la posibilidad de ejecución de sentencias producidas por el otro Estado parte.- Como parte del texto del tratado se configura una autoridad central en cada Estado, encargada de gestionar los pedimentos y las cuestiones que surjan y además se regulan las distintas condiciones para que proceda cada una de las ventajas que el tratado reconoce a los nacionales de la otra parte.- Señala al respecto la Procuraduría que en ese sentido, el Tratado no dispone nada distinto de lo que la Sala Constitucional ha indicado respecto del tratamiento jurídico para los extranjeros y su equiparación, excepto que por disposición legal justificada claramente en su condición se explique su diferenciación.- Finalmente, se indica como importante que el tratado ha recogido la excepción de orden público que, en determinados casos y con ciertas condiciones se aplique el marco jurídico del Estado receptor cuando la sentencia dispone y ordena cuestiones que chocan con normas internas. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que en el proyecto de "Aprobación del Acuerdo entre la República de Costa Rica y la República Federativa de Brasil sobre cooperación jurídica en materia Civil", expediente legislativo número 18262 no se observan infracciones de fondo o de procedimiento a las normas y principios constitucionales.-

	Sentencia 2015 - 007175. Expediente 15-006566-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. CONSULTA LEGISLATIVA. DIRECTORIO DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA en lo referente a APROBACION DEL CONVENIO SOBRE PROTECCION Y RESTITUCION DE BIENES CULTURALES ENTRE LA REPUBLICA DEL PERU Y LA REPUBLICA DE COSTA RICA. Se evacua esta consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad, en el sentido de que con motivo del trámite del proyecto de ley denominado "APROBACIÓN DEL CONVENIO SOBRE PROTECCIÓN Y RESTITUCIÓN DE BIENES CULTURALES ENTRE LA REPÚBLICA DEL PERÚ Y LA REPÚBLICA DE COSTA RICA", expediente legislativo Nº 18.138, no se ha producido ningún vicio sustancial de forma ni de fondo. La Magistrada Hernández López pone nota. Comuníquese. 
	CONVENIO SOBRE PROTECCIÓN Y RESTITUCIÓN DE BIENES CULTURALES ENTRE LA REPÚBLICA DEL PERÚ Y LA REPÚBLICA DE COSTA RICA.

Expediente:15-006566-0007-CO
Sentencia:007175-15

Consulta Legislativa Preceptiva referente a la Aprobación del Convenio sobre Protección y Restitución de Bienes Culturales entre la  República del Perú y la República de Costa Rica. Expediente No. 18.138. Este proyecto de ley tiene como fin, no solo estrechar los lazos culturales existentes con las Partes Contratantes, sino también, abordar la problemática que se presenta en ambos país con relación al robo y exportación ilícita de objetos propios del patrimonio cultural. Finalmente, en relación con lo dispuesto en el numeral 6 del Convenio, en cuanto establece la posibilidad de que el convenio pueda ser modificado por las Partes, a petición de cualquiera de ellas, mediante un intercambio de notas diplomáticas o por otro procedimiento que las Partes acuerden; se advierte, que por notas diplomáticas solo podrían realizarse cambios que no resulten sustanciales al Convenio. De lo contrario, su adhesión deberá realizarse atendiendo a los procedimientos dispuestos en el numeral 121 inciso 4, 129 y 140 inciso 10 de nuestra Carta Fundamental. Se evacua esta consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad, en el sentido de que con motivo del trámite del proyecto de ley denominado "APROBACIÓN DEL CONVENIO SOBRE PROTECCIÓN Y RESTITUCIÓN DE BIENES CULTURALES ENTRE LA REPÚBLICA DEL PERÚ Y LA REPÚBLICA DE COSTA RICA", expediente legislativo Nº 18.138, no se ha producido ningún vicio sustancial de forma ni de fondo. La Magistrada Hernández López pone nota. Comuníquese. 

	Se evacua la consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad, en el sentido que el proyecto de ley de aprobación de la "Protocolo de Enmienda al Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana", tramitado en el expediente legislativo número 18839, no resulta inconstitucional. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.- 
	ENMIENDA AL CONVENIO DE INTEGRACIÓN CENEMATOGRÁFICA IBEROAMERICANA

Expediente:15-006565-0007-CO
Sentencia:007242-15

Consulta Legislativa Preceptiva referente a la Aprobación del Protocolo de Enmienda al Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana. Expediente Legislativo No. 18.839. En este caso, la enmienda consiste en una reforma al Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana”, ratificado por nuestro país, y al venir como proyecto legislativo en consulta preceptiva, esta Sala Constitucional, en la sentencia 2011-01196. Se evacua esta consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad, en el sentido de que con motivo del trámite del proyecto de ley denominado "APROBACIÓN DEL CONVENIO SOBRE PROTECCIÓN Y RESTITUCIÓN DE BIENES CULTURALES ENTRE LA REPÚBLICA DEL PERÚ Y LA REPÚBLICA DE COSTA RICA", expediente legislativo Nº 18.138, no se ha producido ningún vicio sustancial de forma ni de fondo. La Magistrada Hernández López pone nota. Comuníquese.

	Se rechaza de plano la acción en cuanto reclama la falta de cumplimiento de formalidades constitucionales en el establecimiento de exoneraciones de los Impuestos sobre bienes inmuebles y el impuesto sobre traspasos de bienes inmuebles. Se declara sin lugar la acción planteada contra el artículo 20 bis de la Ley 7210 de 23 de noviembre de 1990 agregado por la Ley 7830 del 22 de setiembre de 1998. Asimismo, se declara sin lugar la acción contra los Transitorios I y II de la Ley 8794 de 12 de enero de 2010, por entenderse que ellos no son inconstitucionales. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo y Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Castillo Víquez da razones diferentes. Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro ponen nota.
	INCENTIVOS A EMPRESA SOMETIDAS AL RÉGIMEN DE ZONAS FRANCAS

Expediente:12-009512-0007-CO
Sentencia:007688-15

Acción de inconstitucionalidad contra la Ley del Régimen de Zonas Francas. No. 7830 del 22-09-1998 y la Reforma a la Ley del Régimen de Zonas Francas. No. 8794 del 12-01-2010. Las normas se impugnan en cuanto extienden o prorrogan el plazo de vigencia de los incentivos  -incluido el impuesto de patentes municipales-, y amplían el número de empresas beneficiarias, sin que para ello se haya consultado u otorgado audiencia a las distintas municipalidades del país.  Estima que con ello se ha infringido el poder tributario originario de las municipalidades y la autonomía municipal. Sostiene, al efecto, que no es constitucionalmente válido que, de forma unilateral, la Asamblea Legislativa establezca exenciones respecto de los tributos municipales, en tanto que corresponde a las municipalidades la iniciativa para la creación, modificación o extinción de los tributos municipales –lo que incluye la creación u otorgamiento de exenciones-, y a la Asamblea Legislativas únicamente le corresponde un poder de “autorización” de carácter tutelar. La Sala Constitucional rechazó de plano una acción de inconstitucionalidad en cuanto reclama la falta de cumplimiento de formalidades constitucionales en el establecimiento de exoneraciones de los Impuestos sobre Bienes Inmuebles y el Impuesto sobre Traspaso de Bienes Inmuebles. Asimismo, se declaró sin lugar contra el artículo 20 bis de la ley 7210 de 23 de noviembre de 1990 agregado por la Ley 7830 del 22 de septiembre de 1998 y los transitorios I y II de la Ley 8794 del 12 de enero de 2010 que se refieren a los plazos de vigencia y a las empresas beneficiadas con el régimen de exenciones. Los magistrados consideraron que no hay ninguna afectación en las competencias municipales y por ello no resultaba necesario, en este caso, el trámite de la consulta a las mismas. Asimismo, que no existe la prórroga de plazos de exoneración que denuncia el accionante y menos aún la afectación de los intereses municipales ya que los transitorios cuestionados no están dirigidos ni pueden usarse para prorrogar los plazos de exoneración. Se rechaza de plano la acción en cuanto reclama la falta de cumplimiento de formalidades constitucionales en el establecimiento de exoneraciones de los Impuestos sobre bienes inmuebles y el impuesto sobre traspasos de bienes inmuebles. Se declara sin lugar la acción planteada contra el artículo 20 bis de la Ley 7210 de 23 de noviembre de 1990 agregado por la Ley 7830 del 22 de setiembre de 1998. Asimismo, se declara sin lugar la acción contra los Transitorios I y II de la Ley 8794 de 12 de enero de 2010, por entenderse que ellos no son inconstitucionales. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo y Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Castillo Víquez da razones diferentes. Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro ponen nota. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.


 [La totalidad de las actas de votación emitidas por la Sala Constitucional, puede encontrarlas en nuestra página de Internet, en la dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Actas%20años%20anteriores.htm]

	· Estadísticas mensuales por tema



ESTADÍSTICA DE ASUNTOS VOTADOS EN LA SALA CONSTITUCIONAL 
MAYO- 2015
Cuadro N°1: Presenta los asuntos votados de FEBRERO. Esta información se hace partiendo de la base oficial de las actas de votación emitidas por la Sala Constitucional.  Este cuadro refleja los asuntos votados por tipo de proceso. 
	CUADRO No.1

ASUNTOS VOTADOS POR TIPO

MAYO

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Asuntos Votados Sala Constitucional

MAYO 2015

	
	

	
	
	

	Por Tipo de Asunto
	
	

	
	
	

	Consultas Facultativas
	0
	0,00%

	Consultas Legislativas
	3
	0,17%

	Consultas Judiciales
	2
	0,12%

	Acciones de Inconstitucionalidad
	22
	1,28%

	Hábeas Corpus
	151
	8,76%

	Recursos de Amparo
	1545
	89,67%

	Total
	1723
	100,00%


Cuadro N°2: Refleja es el término o resultado de los casos, únicamente de amparos y hábeas corpus. No se incluyen las resoluciones interlocutorias (archívese, estése, acumúlese, no ha lugar, etc). 

	CUADRO No.2

ASUNTOS VOTADOS POR TERMINO

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

MAYO 2015
SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Asuntos Votados Sala Constitucional

MAYO- 2015

	
	

	
	
	

	Por Termino
	
	

	
	
	

	Con Lugar
	442
	29,43%

	Con Lugar Parcial
	52
	3,46%

	Sin Lugar
	378
	25,17%

	Rechazo de Plano
	561
	37,35%

	Rechazo por el Fondo
	69
	4,59%

	Total 
	1502
	100,00%


Cuadro N°3: Este cuadro presenta los asuntos votados por temas, han sido ordenados de los temas que más ingresan a los que menos ingresan, con el respectivo porcentaje. 

	CUADRO No.3

PORCENTAJES DE ASUNTOS VOTADOS POR TEMA

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

MAYO 2015
SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA



	Salud
	288
	19,17%

	Trabajo
	207
	13,78%

	Pronta Resolución
	169
	11,25%

	Petición
	103
	6,86%

	Educación
	68
	4,53%

	Penitenciario
	67
	4,46%

	Penal
	62
	4,13%

	Servicios Públicos
	55
	3,66%

	Pensión
	52
	3,46%

	Pensiones Alimentarias
	45
	3,00%

	Municipalidad
	43
	2,86%

	Poder Ejecutivo
	33
	2,20%

	Poder Judicial
	31
	2,06%

	Información
	30
	2,00%

	Propiedad
	28
	1,86%

	Asociación
	23
	1,53%

	Sujeto de Derecho Privado
	20
	1,33%

	Tránsito
	19
	1,26%

	Intimidad
	18
	1,20%

	Minorías
	17
	1,13%

	Ambiente
	16
	1,07%

	Seguridad Social
	15
	1,00%

	Familia
	13
	0,87%

	Comercio
	13
	0,87%

	Bancario
	12
	0,80%

	Seguros
	9
	0,60%

	Electoral
	8
	0,53%

	Tributario
	6
	0,40%

	Amparo contra Norma
	6
	0,40%

	Migración
	5
	0,33%

	Colegios Profesionales
	5
	0,33%

	Contratos o Licitaciones
	5
	0,33%

	Libertad de Expresión y Prensa
	4
	0,27%

	Libertad de Tránsito
	3
	0,20%

	Asamblea Legislativa
	2
	0,13%

	Notariado
	1
	0,07%

	Tramite
	1
	0,07%

	Financiero
	0
	0,00%

	TOTAL
	1502
	100,00%


Cuadro N°4: Este cuadro presenta los asuntos votados por tema y por resultado o término. 

	CUADRO No.4

ASUNTOS VOTADOS POR  TEMA Y POR TERMINO

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

MAYO- 2015

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Recursos de Amparo y Hábeas Corpus votados

MAYO- 2015

 
	

	Por Tema
	 

	 
	 

	Ambiente
	16

	 
	

	Con Lugar
	8

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	

	Rechazo de Plano
	2

	Sin Lugar
	5

	 
	

	Amparo contra norma
	6

	 
	

	Con Lugar
	

	Con Lugar Parcial
	

	Rechazo por el Fondo
	

	Rechazo de Plano
	6

	Sin Lugar
	

	 
	

	Asamblea legislativa
	2

	 
	

	Con Lugar
	

	Con Lugar Parcial
	

	Rechazo por el Fondo
	

	Rechazo de Plano
	2

	Sin Lugar
	

	 
	

	Asociación
	23

	 
	

	Con Lugar
	

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	20

	Sin Lugar
	1

	 
	

	Bancario
	12

	 
	

	Con Lugar
	

	Con Lugar Parcial
	

	Rechazo por el Fondo
	

	Rechazo de Plano
	10

	Sin Lugar
	2

	 
	

	Colegios profesionales
	5

	 
	

	Con Lugar
	

	Con Lugar Parcial
	

	Rechazo por el Fondo
	

	Rechazo de Plano
	3

	Sin Lugar
	2

	 
	

	Comercio
	13

	 
	

	Con Lugar
	

	Con Lugar Parcial
	

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	9

	Sin Lugar
	3

	 
	

	Contratos o Licitaciones
	5

	 
	

	Con Lugar
	2

	Con Lugar Parcial
	

	Rechazo por el Fondo
	

	Rechazo de Plano
	2

	Sin Lugar
	1

	 
	

	Educación
	68

	 
	

	Con Lugar
	22

	Con Lugar Parcial
	4

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	16

	Sin Lugar
	25

	 
	

	Electoral
	8

	 
	

	Con Lugar
	

	Con Lugar Parcial
	

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	5

	Sin Lugar
	2

	 
	

	Familia
	13

	 
	

	Con Lugar
	1

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	6

	Sin Lugar
	4

	 
	

	Financiero
	

	 
	

	Con Lugar
	

	Con Lugar Parcial
	

	Rechazo por el Fondo
	

	Rechazo de Plano
	

	Sin Lugar
	

	 
	

	Información
	30

	 
	

	Con Lugar
	12

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	2

	Rechazo de Plano
	9

	Sin Lugar
	6

	 
	

	Intimidad
	18

	 
	

	Con Lugar
	1

	Con Lugar Parcial
	

	Rechazo por el Fondo
	3

	Rechazo de Plano
	9

	Sin Lugar
	5

	 
	

	Libertad de expresión y prensa
	4

	 
	

	Con Lugar
	1

	Con Lugar Parcial
	

	Rechazo por el Fondo
	

	Rechazo de Plano
	2

	Sin Lugar
	1

	 
	

	Libertad de Tránsito
	3

	 
	

	Con Lugar
	1

	Con Lugar Parcial
	

	Rechazo por el Fondo
	

	Rechazo de Plano
	2

	Sin Lugar
	

	 
	

	Migración
	5

	 
	

	Con Lugar
	

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	

	Rechazo de Plano
	2

	Sin Lugar
	2

	 
	

	Minorías
	17

	 
	

	Con Lugar
	6

	Con Lugar Parcial
	2

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	4

	Sin Lugar
	4

	 
	

	Municipalidad
	43

	 
	

	Con Lugar
	6

	Con Lugar Parcial
	4

	Rechazo por el Fondo
	2

	Rechazo de Plano
	22

	Sin Lugar
	9

	 
	

	Notariado
	1

	 
	

	Con Lugar
	

	Con Lugar Parcial
	

	Rechazo por el Fondo
	

	Rechazo de Plano
	1

	Sin Lugar
	

	 
	

	Penal
	62

	 
	

	Con Lugar
	6

	Con Lugar Parcial
	4

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	16

	Sin Lugar
	35

	 
	

	Penitenciario
	67

	 
	

	Con Lugar
	9

	Con Lugar Parcial
	5

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	16

	Sin Lugar
	36

	 
	

	Pensión
	52

	 
	

	Con Lugar
	4

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	37

	Sin Lugar
	9

	 
	

	Pensiones alimentarias
	45

	 
	

	Con Lugar
	8

	Con Lugar Parcial
	

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	12

	Sin Lugar
	24

	 
	

	Petición
	103

	 
	

	Con Lugar
	39

	Con Lugar Parcial
	3

	Rechazo por el Fondo
	30

	Rechazo de Plano
	14

	Sin Lugar
	17

	 
	

	Poder ejecutivo
	33

	 
	

	Con Lugar
	4

	Con Lugar Parcial
	2

	Rechazo por el Fondo
	

	Rechazo de Plano
	16

	Sin Lugar
	11

	 
	

	Poder judicial
	31

	 
	

	Con Lugar
	

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	

	Rechazo de Plano
	27

	Sin Lugar
	3

	 
	

	Pronta resolución
	169

	 
	

	Con Lugar
	21

	Con Lugar Parcial
	8

	Rechazo por el Fondo
	2

	Rechazo de Plano
	111

	Sin Lugar
	27

	 
	

	Propiedad
	28

	 
	

	Con Lugar
	2

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	3

	Rechazo de Plano
	18

	Sin Lugar
	4

	 
	

	Salud
	288

	 
	

	Con Lugar
	198

	Con Lugar Parcial
	3

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	18

	Sin Lugar
	68

	 
	

	Seguridad social
	15

	 
	

	Con Lugar
	

	Con Lugar Parcial
	

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	8

	Sin Lugar
	6

	 
	

	Seguros
	9

	 
	

	Con Lugar
	

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	

	Rechazo de Plano
	8

	Sin Lugar
	

	 
	

	Servicios públicos
	55

	 
	

	Con Lugar
	11

	Con Lugar Parcial
	2

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	25

	Sin Lugar
	16

	 
	

	Sujeto de derecho privado
	20

	 
	

	Con Lugar
	1

	Con Lugar Parcial
	

	Rechazo por el Fondo
	

	Rechazo de Plano
	15

	Sin Lugar
	4

	 
	

	Trabajo
	207

	 
	

	Con Lugar
	77

	Con Lugar Parcial
	5

	Rechazo por el Fondo
	14

	Rechazo de Plano
	68

	Sin Lugar
	43

	 
	

	Tramite
	1

	 
	

	Con Lugar
	

	Con Lugar Parcial
	

	Rechazo por el Fondo
	

	Rechazo de Plano
	1

	Sin Lugar
	

	 
	

	Tránsito
	19

	 
	

	Con Lugar
	2

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	

	Rechazo de Plano
	13

	Sin Lugar
	3

	 
	

	Tributario
	6

	 
	

	Con Lugar
	

	Con Lugar Parcial
	

	Rechazo por el Fondo
	

	Rechazo de Plano
	6

	Sin Lugar
	


	CUADRO No.5

Cuadro N°5: Este cuadro presenta los asuntos votados en relación con las áreas del Estado involucradas. 
ASUNTOS VOTADOS POR  ÁREA DEL ESTADO INVOLUCRADA

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Recursos de Amparo y Hábeas Corpus votados

	MAYO- 2015

	

	Por área del Estado involucrada

	 
	 
	 

	 
	 
	 

	Autónomas
	177
	11,78%

	Caja Costarricense del Seguro Social
	400
	26,63%

	Contraloría General de la República
	3
	0,20%

	Colegios Profesionales
	13
	0,87%

	Defensoría de los habitantes
	0
	0,00%

	Municipalidad
	114
	7,59%

	Sujeto de derecho privado
	0
	0,00%

	País
	0
	0,00%

	Poder Ejecutivo
	509
	33,89%

	Poder Judicial
	172
	11,45%

	Poder Legislativo
	3
	0,20%

	Privado
	93
	6,19%

	Procuraduría General de la República
	1
	0,07%

	Tribunal Supremo de Elecciones
	7
	0,47%

	Varios
	0
	0,00%

	No aplica
	0
	0,00%

	No indica
	10
	0,67%

	Total
	1502
	100,00%

	
	
	


Total de asuntos con voto salvado, notas y/o  razones diferentes: 

359

 [La totalidad de la estadística podrá encontrarla en nuestra página de Internet, en la siguiente dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Centro%20de%20Jurisprudencia/0-ESTADISTICA%20DE%20AMPAROS%20Y%20HABEAS%20POR%20TEMAS%20ENERO-OCTUBRE%202013.htm]
	· Actualización del Proyecto Constitución




CONSTITUCIÓN POLÍTICA ANOTADA

MAYO 2015
Esta es una iniciativa de la Presidencia de la Sala Constitucional, cuyo objetivo es mantener todos los artículos y principios de nuestra Constitución Política, anotados con la jurisprudencia actualizada, el cual se encuentra en línea, en nuestra página de Internet, con acceso gratuito para todos nuestros usuarios, en la siguiente dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Constitución%20Politica.htm
PRINCIPIO DE PUBLICIDAD

“…Esta Sala ha señalado que la publicidad de los procedimientos parlamentarios resulta esencial debido al carácter representativo de la comunidad nacional que ostenta la Asamblea Legislativa, siendo que, la soberanía reside en el pueblo y los diputados solamente son sus representantes, según lo dispone el artículo 105 de la Constitución Política  (ver sentencias de este Tribunal Nos. 15760-2008 de las 14:30 hrs. de 22 de octubre de 2008 y 13570-2014 de las 11:45 hrs. de 14 de agosto de 2014). Adicionalmente, este Tribunal ha venido señalando que el principio de publicidad rige, con particular intensidad, tratándose de la materia tributaria, a través de la cual, se le imponen a las personas obligaciones o cargas económicas…” Sentencia 001241-15  
ARTÍCULO 11 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…El artículo 11 constitucional, indudablemente, extiende el principio de responsabilidad a los funcionarios, independientemente de su carácter -puede ser imperativo, representativo, remunerado, permanente, o público, según lo preceptuado en el artículo 111 LGAP-. Esto al establecer que ejercen sus funciones como depositarios de la autoridad y, por tanto, sometidos al control de resultados y rendición de cuentas. De otra parte, lo anterior se complementa con lo establecido en los artículos 182 y 184 de la Constitución sobre el deber de responsabilidad de los funcionarios por la administración de la Hacienda Pública. En este sentido, la Sala Constitucional le ha reconocido a la CGR potestad sancionadora, no disciplinaria, ni jerárquica, que puede ejercer en contra de todos los funcionarios públicos, en ejercicio de sus competencias de vigilancia y fiscalización de la Hacienda Pública…” Sentencia 01780-15

ARTÍCULO 24 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“La Sala ha señalado que los trabajadores no renuncian a la esfera de privacidad y a la protección de datos por ejercer una función pública, sino que,  por el contrario, esperan legítimamente encontrar  allí un grado  de privacidad,  ya que  en  él desarrollan  una  parte  importante  de  sus relaciones  con  los demás.  En  otros  términos,  la circunstancia  que  al  funcionario  o empleado  se  le suministre un equipo para el cumplimiento y ejercicio de sus  funciones -de  propiedad  de  la  Administración  o empleador-,  no  excluye  que  sea  soporte de información confidencial o personal cubierta por el secreto o reserva de las comunicaciones  y, en general, por el derecho a la intimidad.  Este derecho debe,  no obstante, conciliarse con otros derechos e intereses legítimos del empleador -sea público o privado -, en particular,  su derecho a administrar con cierta eficacia, y sobre todo, su derecho a protegerse de la responsabilidad o el perjuicio que pudiera derivarse de las acciones irregulares  de los trabajadores o funcionarios. La apertura por el empleador de los mensajes electrónicos de la cuenta del funcionario o trabajador  sólo  es  justificable  en  circunstancias muy limitadas ya que el acceso a este tipo de datos no es necesario para  satisfacer  un  interés  legítimo  del empleador, debiendo prevalecer por el contrario el derecho fundamental al secreto de las comunicaciones.   Por otra parte,   la   celebración   de   un   contrato entre   la Administración y la persona amparada en relación con la operación del equipo de cómputo, no implica la privación de los derechos que la Constitución le reconoce como ciudadana (ver sentencias números 2013-001779 de las 9 horas 05 minutos del 8 de febrero del 2013 y 2014-018952 de las 9 horas 05 minutos del 21 de noviembre del 2014, entre otras)…” Sentencia 7357-15
ARTÍCULO 27 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…no existe, como tal, un derecho fundamental a obtener  una cita, ni tampoco a obtenerla en un plazo determinado. Tal y como ha resuelto esta Sala anteriormente, “[…] la solicitud de audiencia ante un funcionario y órgano público para tratar determinados temas -como en este caso- no se ajusta al contenido del derecho de petición regulado por ese artículo, de modo que el hecho de que no se le haya indicado al amparado nada sobre la audiencia solicitada no constituye una violación al citado artículo de la Constitución Política. Debe tener presente el recurrente que la solicitud planteada en ese sentido no es el ejercicio del derecho de petición, y aún menos del derecho a una justicia pronta y cumplida, sino una simple solicitud ser atendido por las autoridades públicas, audiencia que, en todo caso, se determinará de acuerdo con las posibilidades y actividades que tenga la autoridad recurrida. […] (Sentencia 2011017042 de las 14:30 horas del 13 de diciembre de 2011)”. Por las razones anteriormente expuestas, procede declarar sin lugar el recurso en este extremo...” Sentencia 7394-15
ARTÍCULO 29 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…La reiterada jurisprudencia de este Tribunal sostiene que en ejercicio a la libertad de expresión, cualquier persona tiene derecho de manifestar, difundir o comunicar, por escrito, verbalmente o por cualquier otro medio, en privado o en público, sus pensamientos, ideas, opiniones, creencias, convicciones o juicios de valor; constituyendo censura previa todo aquel acto que, a priori, pretenda censurar o enmudecer cualquier manifestación, difusión o comunicación de sus pensamientos, ideas, opiniones, creencias, convicciones o juicios de valor. De igual manera, jurisprudencialmente, se sostiene que la libertad de cátedra garantiza la independencia en la docencia y en la investigación, a lo interno y hacia el exterior del ámbito universitario, tanto del docente como de la actividad realizada por el estudiante en forma dirigida o supervisada…Así las cosas,  la designación de vocerías oficiales no resultan contrarias a la libertad de expresión o libertad de cátedra, pues cada uno tiene un  fin y un  objetivo distinto, en el caso de las primeras, dar  la versión oficial –de la institución- sobre un determinado hecho o acontecimiento, en el supuesto de la segunda, facultar al habitante de la República a emitir una idea o una opinión sobre ese hecho o acontecimiento, sin que esta última tenga carácter de oficial, a pesar de que la persona labore para la respectiva institución. Tampoco encuentra el Tribunal razón alguna que se vulnere la libertad de cátedra del recurrente, por el hecho de que la institución haya designados las vocerías oficiales, pues no encuentra una conexión lógica entre este último hecho y la libertad que se considera lesionado. En este contexto, el amparo debe desestimarse, como en efecto se declara…” Sentencia 6455-15
ARTÍCULO 30 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…En lo que respecta a la alegada vulneración al derecho de acceso a la información, esta Sala descarta la lesión acusada por el recurrente porque la información solicitada se trata de información preconstituida, es decir que consta en archivos o registros institucionales que deben ser accedidos para recolectar los datos solicitados. En ese sentido, no se trata de una información pura y simple, regulada por el artículo 27 de la Constitución que tiene un plazo establecido para su respuesta (artículo 32 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional). Se trata más bien de información de acceso público regulada por el artículo 30 de la Constitución Política. Para este tipo de supuestos la jurisprudencia constitucional ha señalado que los plazos de respuesta no están sujetos a los 10 días que establece la Ley de la Jurisdicción Constitucional, sino a plazos razonables que se valoraran según la complejidad y naturaleza de la información solicitada. En el caso, el Departamento de Prensa no tiene en sus archivos la información por lo que tiene que gestionarla a diversas instancias institucionales. Tomando en cuenta que la información solicitada es numerosa y requiere un procesamiento de varios archivos, no se estima que el plazo transcurrido desde que se hizo la gestión, a la fecha de interposición del amparo, sea un plazo irrazonable…” Sentencia 7394-15
ARTÍCULO 105 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…Esta Sala ha señalado que la publicidad de los procedimientos parlamentarios resulta esencial debido al carácter representativo de la comunidad nacional que ostenta la Asamblea Legislativa, siendo que, la soberanía reside en el pueblo y los diputados solamente son sus representantes, según lo dispone el artículo 105 de la Constitución Política  (ver sentencias de este Tribunal Nos. 15760-2008 de las 14:30 hrs. de 22 de octubre de 2008 y 13570-2014 de las 11:45 hrs. de 14 de agosto de 2014). Adicionalmente, este Tribunal ha venido señalando que el principio de publicidad rige, con particular intensidad, tratándose de la materia tributaria, a través de la cual, se le imponen a las personas obligaciones o cargas económicas…” Sentencia 001241-15  

ARTÍCULO 184 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…En consecuencia, no necesariamente debe exigirse el dictado de una sentencia en la vía jurisdiccional, por juez competente, para restringirse la continuidad en ese mismo cargo público, ya que de la simple lectura del numeral 23.1.c se observa que, al menos esa norma en concreto, protege el acceso a cargos públicos solo en lo atinente a que dicho acceso sea en condiciones de igualdad.  Vuelve absolutamente factible que otras instancias distintas a la jurisdicción ordinaria (como lo sería la Contraloría General de la República) puedan sancionar con suspensión a funcionarios públicos, sean o no elegidos mediante sufragio popular, si incurren en alguna causal contraria a Derecho. En virtud de todo lo expuesto, consideramos que no existe infracción del parámetro de convencionalidad de la norma impugnada, toda vez que, en virtud del margen de apreciación nacional para lograr la convergencia entre el derecho local y el interamericano, se debe ponderar el ordenamiento jurídico de una manera sistemática e integral…Dicho lo anterior, se concluye que la sanción de suspensión, al no ser equiparable a la sanción de inhabilitación, puede ser decretada en vía administrativa, así que la CGR tiene competencia para imponer dicha sanción a los funcionarios municipales, en cuenta aquellos de elección popular, y ello en nada vulnera ni la Convención Americana de Derechos Humanos, ni la jurisprudencia de la CIDH referida al derecho de acceso a un cargo de elección popular…” Sentencia 01780-15 

ESTIMADO USUARIO (A)

El Centro de Jurisprudencia Constitucional es la oficina dentro de la Sala Constitucional, que le da al usuario atención a sus consultas sobre jurisprudencia de este Tribunal. La atención al usuario, esta ubicada en la Secretaría de la Sala, atendemos también consultas por correo electrónico y por teléfono. Para mantenerlos informados, ponemos a su disposición en nuestra página de Internet,  (dirección www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional) las siguientes herramientas de información sobre asuntos pendientes y jurisprudencia de la Sala Constitucional: 
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